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Medio ambiente en el que se desarrolla la investigación 



I

Para empezar deseamos dejar constancia de que el medio ambiente ha sido materia de ordenación jurídica en diversos períodos históricos; desde el Derecho romano  (1) , pasando por nuestro Derecho histórico, hasta la etapa presente que nos ha tocado vivir, y en este transcurso las medidas de protección aplicadas siempre se han caracterizado, en esencia, por una actitud represora  (2) . La preocupación que a la humanidad le ha merecido el medio ambiente resulta a todas luces parca (excediendo difícilmente de límites meramente locales, y esto, en el mejor de los casos), cuando, sin embargo, a lo largo de la historia, el proceso de obtención de recursos necesarios —en un primer momento destinados a la subsistencia y reproducción de la especie y con posterioridad al desarrollo de la calidad de vida- ha sido imparable.

La relación del hombre con la naturaleza ha ido cambiando a lo largo de la historia al ritmo de su evolución social y cultural  (3) . Aunque desde siempre ha existido la acción antropogénica sobre el medio, la presión derivada del crecimiento demográfico y el desarrollo industrial de los últimos siglos, ha supuesto una importante modificación de la biosfera, una amenaza al equilibrio ecológico, con el consiguiente peligro para nuestra propia subsistencia. Efectivamente, no existe en la actualidad prácticamente ningún lugar del planeta que quede fuera de la influencia del hombre, y su evolución en la última centuria, alcanza características cuantitativas y cualitativas sin precedentes.

Tanto los ciudadanos como los poderes públicos han comenzado a preocuparse por el hecho, cada día más evidente, de que los límites de la autoregeneración y de la capacidad de absorción del medio natural en su conjunto, están cerca. Problemas sobradamente conocidos, resultantes del modelo de desarrollo económico insostenible imperante durante el último siglo, como el cambio climático, el deterioro de la capa de ozono, la desertización, la degradación del suelo y el deterioro de la calidad del aire y del agua, la pérdida de la diversidad biológica, la crisis energética y, en general, la reducción de los recursos disponibles renovables y no renovables está resultado tan obvia, que lo que en su día fue motivo de inquietud solamente para reducidas colectividades científicas y minorías socialmente avanzadas, cristalice hoy en uno de los retos más acuciantes de nuestra sociedad.

Esta situación ha provocado una toma de posiciones, no sólo en el área jurídica  (4) , sino también en múltiples campos del conocimiento. Es tal la preocupación por el problema medioambiental y tan variados los prismas desde los que enfrentar su análisis, que se ha convertido en el objeto de las más diversas disciplinas y áreas de investigación, entre ellas el Derecho tributario, que evidentemente no ha podido permanecer extraño a la cuestión  (5) .

Apoyándonos en las palabras de MARTÍN MATEO, deseamos significar, de nuevo, el aspecto multifacético que incumbe a la materia ambiental, el cual ha sido posible gracias a una «mayor toma de conciencia en torno a los problemas medioambientales (que) ha hecho posible su regulación a través de diversos sectores, entre ellos el Derecho, cuya rama ambiental (imbuida de diferentes manifestaciones de la Ciencia Jurídica, en la que prevalece el Derecho administrativo, pero no pudiéndose obviar la incidencia del Derecho penal, civil y financiero por ejemplificar someramente este particular) tiene como objeto la tutela de los sistemas naturales que hacen posible la vida: agua, aire y suelo»  (6) .

II

En realidad, hasta comienzos de la segunda mitad del siglo XX no se produce una toma de conciencia colectiva («crisis ecológica»  (7) ) de los problemas ambientales del planeta  (8) . La aplicación de técnicas de agricultura intensiva, el agotamiento de los recursos naturales a causa de una desmedida explotación económica, la degradación ocasionada por intensos procesos urbanísticos y la expansión de actividades y sectores industriales, ha provocado consecuencias ambientales negativas de las que es imposible sustraerse  (9) . En consecuencia, una vez superadas históricamente las pautas desarrollistas del proceso de industrialización occidental, emerge la responsabilidad de asegurar una digna calidad de vida para todos los ciudadanos, imponiéndose con ello la obligación de admitir la necesidad de dotar políticas globales de conservación de la naturaleza y de uso racional de los recursos naturales.

Tal reto se ha transformado en uno de los grandes cometidos públicos de nuestra época; pero no sólo se trata de asegurar una elemental garantía de la salubridad pública, incluso de la tutela medioambiental en salvaguardia de nuestro presente, sino que debe protegerse en aras de futuras generaciones, garantizándoles un medio adecuado para su desarrollo  (10) .

Es posible describir tres etapas o revoluciones ambientales que coinciden, aproximada y respectivamente, con las tres últimas décadas del siglo XX  (11) . La primera revolución tiene su origen en el florecimiento del fenómeno ambientalista, que suele situarse a principios de la década de los años setenta. Este «despertar» ecológico surge como reacción a los problemas ambientales causados por el desarrollo y crecimiento económico que, en los países industrializados, se produce, fundamentalmente, en el período comprendido entre la finalización de la Segunda Guerra Mundial y finales de los años sesenta.

Pues bien, es a partir de esta primera etapa cuando, sin olvidar los problemas medio ambientales propios, la opinión pública se moviliza y extiende su preocupación hacia los países menos desarrollados, mostrando especial interés por la gradual implantación de procesos productivos limpios que conserven el equilibrio ecológico mundial. En la misma línea, algunos países de la OCDE comienzan a aplicar políticas de defensa medioambiental, al comprender los gobiernos que economía y medio ambiente no podían desarrollarse de manera independiente y que el progreso económico no justificaba en modo alguno el empobrecimiento del medio ambiente.

Durante esta década, aparece la primera advertencia sobre las limitaciones de los recursos energéticos en el Informe Meadows (12) . El contenido de este Informe, junto con las crisis energéticas del momento, conlleva la primera «reacción real de defensa»  (13) : la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano  (14)  (Organización de Naciones Unidas; ONU, 1972), celebrada en Estocolmo; donde por primera vez los líderes mundiales se reúnen para discutir los crecientes daños ambientales. Dicha Conferencia, tendría como resultado el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente. La ocasión se aprovecha para realizar una serie de declaraciones de principios, entre las que cabe resaltar el derecho del hombre a «condiciones de vida satisfactorias en un ambiente cuya calidad le permita vivir con dignidad y bienestar» y se establece un deber solemne consistente en «proteger y mejorar el medio ambiente para las generaciones presentes y futuras»  (15) .

A partir de este momento, el medio ambiente se institucionaliza, lo que queda patente por la creación de ministerios, organismos, programas, departamentos, y organizaciones no gubernamentales, tanto nacionales como internacionales, encargados de su protección y gestión  (16) . Sobre la base del principio «quien contamina paga», se empiezan a articular las primeras regulaciones ambientales con carácter riguroso y la industria comienza a tomar cartas en el asunto, gestándose los primeros programas ambientales de empresa (IBM, Philips, etc.).

Las políticas medioambientales de los primeros años debieron afrontar los típicos problemas ecológicos (como ejemplo común cabe señalar la contaminación industrial en las grandes ciudades) junto a nuevas cuestiones como la contaminación internacional y el equilibrio ecológico mundial. La globalización de los mercados, las mejoras en los transportes y las comunicaciones y los márgenes comerciales de las empresas y holding internacionales provocan una movilidad geográfica, germen de lo que se ha convenido en llamar «el problema medioambiental global»; que implica necesariamente, en orden a proceder mediante una respuesta adecuada, la colaboración y coordinación de Estados y organismos internacionales. En términos generales, hoy en día está ampliamente admitida la necesidad de definir y seguir una vía a la búsqueda de un desarrollo duradero, y que la solución de los problemas ambientales a escala mundial requiere la adopción de un cuerpo normativo nuevo basado en acuerdos, pactos y convenios internacionales y en las medidas que aseguren su cumplimiento.

Durante la década de los ochenta se producen importantes avances en la toma de conciencia ambiental, con la incorporación de nuevos conceptos sobre la relación entre el desarrollo económico y la protección del medio. Así, en 1987, la Organización de Naciones Unidas publica el Informe Nuestro futuro Común, también conocido como Informe Bruntland (17) , donde se describen y analizan los peligros derivados de basar el progreso de los países, en prácticas no sostenibles, tanto desde un punto de vista ambiental como económico, proponiéndose un proceso de cambio basado en la integración del principio de «desarrollo sostenible»  (18) , según el cual medio ambiente y desarrollo son cuestiones indisociables.

Con ocasión de las grandes catástrofes ecológicas de los ochenta (la explosión del reactor soviético de Chernobyl, los casos de Sandoz, Exxon Valdez, Bhopal, Love Canal, Basel, etc.) y de los alarmantes balances científicos sobre los problemas planetarios (el crecimiento del agujero en la capa de ozono, la pérdida de especies vegetales y animales, la degradación del suelo, el cambio climático, etc.), se intensifican las voces de aviso sobre la urgente necesidad de emprender una acción medioambiental previsora, convirtiéndose en un tema altamente popular. En este período surgen y proliferan los Reglamentos medioambientales, aumentan los grupos de presión y, a través de las organizaciones ecologistas, se promueven las campañas antinucleares y se potencia la concienciación ciudadana sobre los efectos de la contaminación, la necesidad del reciclado y el mantenimiento de un entorno limpio.

La tercera revolución se inicia en los años noventa, en los que los asuntos medioambientales empiezan a tener una mayor trascendencia en el panorama internacional. En 1992 se celebra, en Río de Janeiro, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Ambiente y el Desarrollo (CNUMAD)  (19) . De esta conferencia, conocida como Cumbre de la Tierra, emergieron una serie de instrumentos: la Declaración de Río, el Programa 21, la Convención sobre Biodiversidad, la Convención Marco sobre el Cambio Climático y la Convención de Lucha contra la Desertización; estableciéndose, entre otros, los principios que debían influir en las políticas a implementar para impulsar el desarrollo sostenible  (20) .

Éstas y otras reuniones internacionales  (21) , dejan patente la preocupación mundial por la degradación del medio y la destrucción de los recursos naturales, espoleada en estas últimas décadas por las perentorias necesidades de mejora económica de los países subdesarrollados o en vías de desarrollo, que acogen en sus territorios aquellas industrias y actividades desplazadas por las legislaciones medioambientales oriundas, o por los altos tributos ecológicos que deben soportar, olvidándose de los costes medioambientales que la mejora económica implica  (22) . El desencuentro norte-sur se ve reforzado por la polémica ecológica: mientras que los países ricos proponen un problema de contaminación industrial, que deriva en una alarmista política de crecimiento cero  (23) , los países del Tercer Mundo recelan ante una perspectiva de perpetuación del subdesarrollo, vinculado a la desigual distribución, apropiación y consumo de los recursos naturales  (24) .

III

Las consecuencias de la sobreexplotación de los recursos naturales han supuesto una mayor preocupación social por la problemática ambiental, manifestada en la progresiva institucionalización del medio ambiente y en la proliferación de convenios y regulaciones nacionales e internacionales, cuyo afán principal ha sido el de encauzar la actividad económica hacia nuevas formas de producir más respetuosas con el entorno.

La ausencia de costo medioambiental en el coste privado del productor, provoca lo que ha venido a denominarse como externalidades negativas. El mercado falla en la asignación óptima de recursos, en nuestro caso ambientales, justificando a nuestro parecer la intervención Pública y, concretamente, aquella encaminada a lograr la estabilización de las emisiones de CO2 y otros gases con efecto invernadero, cuestión que aquí nos ocupa. El objetivo básico perseguido por el conjunto de políticas de las que se va a servir el Sector público en la internalización de este tipo de deseconomías, gravita en la consecución de un cambio en la conducta de las unidades de consumo y producción, de tal forma, que adviertan los problemas y adopten, en consecuencia, decisiones acordes con un comportamiento respetuoso con el medio ambiente y con una explotación racional de los recursos naturales.

En este contexto, también resulta patente la importante evolución que se produce en el pensamiento económico, que pasa de una representación lineal de la relación entre economía y medio natural, a una concepción circular, que considera los límites de la naturaleza para proporcionar los recursos que la economía precisa. Desde la perspectiva microeconómica, la cuestión ambiental se ha centrado, fundamentalmente, en las externalidades, desarrollándose diversas propuestas para su internalización, que han tenido su reflejo en diversos instrumentos de política ambiental, derivados, en esencia, de los planteamientos de COASE y PIGOU  (25) .

Con el objetivo de sostenibilidad, se han ido configurando una gran variedad de instrumentos de defensa ambiental, voluntarios y obligatorios, económicos y jurídicos, que afectan en gran medida a la actuación desarrollada por las organizaciones. Frente a las medidas de naturaleza puramente represiva —a las que la doctrina viene denominando como medidas de «ordeno-mando» o simplemente reglamentación—, el inicio de los años noventa representa también el punto de referencia obligado en el campo de las medidas económicas dirigidas a la protección del medio ambiente.

La fijación correcta de los precios en todas las fases del proceso económico, es la mejor forma de sensibilizar a todos los actores sobre el coste de la protección ambiental. La articulación eficaz de mecanismos de tipología económica, ha demostrado un mayor grado de eficiencia desde el punto de vista del costo, que otras alternativas vinculadas a la reglamentación, a la hora de cumplir objetivos medioambientales. Y es en este contexto, donde el tributo, como recurso de protección del medio ambiente, se perfila como uno de los instrumentos de mayor eficacia.

No fue hasta los años setenta, cuando se comenzaron a ejercer prácticas fiscales como instrumento válido dentro de las políticas medioambientales. El instituto jurídico del tributo, lejos de establecerse en una actitud represora, en muchos casos desconocedora de la reparación del daño causado (forma de operar observada en la sanción administrativa y en la pena criminal), incentiva a los sujetos contaminantes hacia vías alternativas menos dañinas con el entorno natural. Aun siendo ésta la particularidad más emblemática de la tributación ecológica, debe distinguirse entre aquellos tributos que persiguen la financiación de actividades encaminadas a la corrección o eliminación de la contaminación o a la redistribución de los gastos empleados en dichas tareas, de aquellos cuyo objetivo es precisamente incentivar el empleo de tecnologías limpias y eficaces, así como hábitos de conducta y producción menos degradantes con el entorno natural.

En consecuencia, la política económica y la política medioambiental deben en lo sucesivo ir estrechamente relacionadas. Los países han reconocido y se han puesto a trabajar en la coordinación e integración eficaz de estos dos tipos de política; pero no antes de que tuviera lugar un amplio debate sobre las ventajas e inconvenientes de los instrumentos económicos en relación con los mecanismos reguladores. Hoy en día el consenso en torno a la aplicación de instrumentos de mercado, y entre ellos de medidas de política fiscal, está plenamente aceptada; aunque todavía choca con la oposición, entre otros, de los ámbitos industriales. En la práctica, la situación actual se caracteriza por el predominio de sistemas de naturaleza mixta en los que los instrumentos económicos se aplican como complemento de las regulaciones directas, con la idea de conseguir un refuerzo mutuo que posibilite mayor nivel de eficacia y eficiencia.

Dentro de esta dinámica, uno de los temas capitales (y de gran controversia) se ha desenvuelto en torno a la tendencia a abandonar los sistemas fiscales clásicos en favor de la promoción de objetivos económicos y/o sociales, mediante la adopción de un sistema fiscal neutro. El abandono del intervensionismo fiscal a favor de una pretendida neutralidad fiscal, surge con motivo de un reconocimiento creciente de que las fuerzas del mercado muestran un campo de acción, donde la política fiscal puede demostrar mayor eficacia que la conseguida con la intervención directa de los Poderes públicos. No obstante, y a pesar del consenso teórico y político sobre la conveniencia de aplicar el principio quien contamina paga, su ejecución práctica en este ámbito es bastante escasa, aunque algunos países ya han establecido o previsto diversos impuestos medioambientales, como por ejemplo el impuesto sobre el dióxido de carbono (CO2) de los países escandinavos. Se espera, sin embargo, que la adopción de una accisa sobre las emisiones de dióxido de carbono y sobre la energía a medio plazo, resulte una decisión de difícil consenso en el seno comunitario o, incluso, por parte de la OCDE.

IV

Por lo que atañe al viejo continente, y aunque el Tratado de Roma de 1957 no recoge precepto alguno relativo al medio ambiente; gracias a una clara conciencia social, la Unión Europea introduce la preocupación por la protección del entono natural de manera paulatina en la legislación comunitaria  (26) .

Desde los años setenta, la preocupación por preservar el medio ambiente ha dado lugar a numerosas iniciativas comunitarias. No obstante, el mercado interior de la Unión Europea ha sido duramente criticado por anteponer los beneficios económicos y comerciales a otros intereses institucionales y ciudadanos, como la protección del medio ambiente; que es percibido en muchas ocasiones como un obstáculo potencial al comercio, y no como un objetivo en sí mismo. El legislador comunitario ha querido contrarrestar esta crítica, elevando la protección del medio ambiente en los Tratados a la categoría de política, en lugar de simple acción de la Comunidad, y reconociendo que el modelo europeo de desarrollo no puede basarse en el agotamiento de los recursos naturales y el deterioro del medio ambiente.

Las primeras acciones comunitarias comenzaron en 1972 en el marco de 4 programas de acción sucesivos, que fueron interpretados desde un enfoque vertical y sectorial de los problemas ecológicos. Durante este período, la Comunidad adoptó cerca de 200 actos legislativos, consistentes fundamentalmente en limitar la contaminación mediante la introducción de normas mínimas, en particular en materia de gestión de los residuos y contaminación del agua y del aire.

El inicio de los años noventa representa el punto de referencia obligado en el campo de las medidas económicas y fiscales dirigidas a la protección del medio ambiente en Europa. Los acontecimientos que, en el contexto del presente estudio, inexcusablemente deben ser destacados, son: la Cumbre de Dublín de junio de 1990, mediante la que el Consejo de Europa aprueba la estrategia destinada a limitar la emisión de elementos causantes del efecto invernadero; el Quinto Programa de Acción para el Medio Ambiente (que con el título «Hacia un desarrollo sostenible», fue diseñado para el período 1992-2000) que gira sobre tres ejes fundamentales: Desarrollo sostenible, acción preventiva y responsabilidad compartida; y por último, se baraja la posibilidad de aprobar, por parte del Consejo de Ministros de Medio Ambiente y Energía, un impuesto sobre el CO2 y la energía armonizado a escala comunitaria.

En España, y en la mayoría de los países europeos, la miscelánea de instrumentos ambientales ha ido ampliándose a medida que se desarrollaba la política de medio ambiente europea. Más allá de la aprobación de una legislación marco, que incluye un alto nivel de protección del medio ambiente que garantice al unísono el funcionamiento del mercado interior, la Comunidad ha creado una agencia especializada AEMA (Agencia Europea de Medio Ambiente), un instrumento financiero (además de las prestaciones proyectadas mediante los fondos estructurales, FEDER, FEOGA y FSE) denominado programa LIFE, y un conjunto de instrumentos técnicos: etiqueta ecológica, sistema comunitario de gestión medioambiental y auditoría, sistema de evaluación de los proyectos públicos y privados sobre medio ambiente, etc.

En la actualidad, se hace hincapié en una mayor diversificación de los instrumentos medioambientales, favoreciendo la aplicación del principio «quien contamina paga» y la integración del medio ambiente en las políticas sectoriales (dos grandes asignaturas pendientes para comienzos del presente siglo  (27) ); el uso de impuestos ecológicos; la contabilidad medioambiental y la oferta y acceso a la información ambiental; la creación de mercados o los acuerdos voluntarios destinados a los agentes económicos.

Todas estas líneas de trabajo se encuentran presentes en el nuevo programa de acción medioambiental, que recoge las prioridades de actuación para los próximos cinco a diez años en la UE. El Sexto Programa de Acción Medioambiental: «Medio Ambiente 2010: nuestro futuro, nuestra elección», se centra en cuatro importantes áreas de actuación: el cambio climático, la salud y el medio ambiente, la naturaleza y la biodiversidad, y la gestión de los recursos naturales. El Sexto Programa es de obligado cumplimiento por parte de los Estados miembros y en él se invita a los países candidatos a aplicar íntegramente el Derecho comunitario vigente en materia medioambiental. También se anuncia una profundización del diálogo con las diferentes Administraciones, las ONG (Organizaciones no Gubernamentales) y las asociaciones empresariales.

V

El aire, se encuentra incluido en el género medio ambiente, tiene la consideración de bien común, carece de derechos de propiedad y de calificación legal en cuanto bien objeto de protección jurídica, y es imprescindible para la vida  (28) . En consecuencia, desde inicios del siglo pasado las medidas dirigidas a su protección, se establecen a través de técnicas locales de intervención de actividades que provocan la degradación de la atmósfera, para convertirse, a partir de los años setenta, en auténticas políticas medioambientales que abarcan problemas mundiales, como es caso del cambio climático que nos ocupa. No obstante, pese a ser reconocido científicamente como un problema con la capacidad de alterar sustancialmente el equilibrio biológico del planeta, y a su consideración global por parte de la comunidad internacional; los acuerdos internacionales en la materia, no han conseguido establecer una posición unánime, ni siquiera una intervención conjunta, más allá de acuerdos multilaterales que comprometen estrategias medioambientales unilaterales y localizadas. Por otro lado, los instrumentos elaborados por el Protocolo de Kioto para potenciar actuaciones comunes, renuncian a toda consideración jurídica internacional de la atmósfera. El perímetro de investigación de la presente Tesis Doctoral, parte y se ciñe a las observaciones realizadas, de manera que las consideraciones jurídicas que pudieran merecer los acuerdos alcanzados internacionalmente por la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y su posterior desarrollo en el Protocolo de Kioto, serán obviadas.






	 (1) 

	En la antigua Roma «existían impuestos a la utilización de las instalaciones públicas de higiene, que pueden considerarse como antecedentes de los hoy discutidos tributos ecológicos». CASTILLO LÓPEZ, J. M., La reforma fiscal ecológica, ed. Editorial Comares, Granada (1999), pág. 2. Por fortuna ciertos problemas medioambientales relacionados con la higiene personal han quedado superados. A cambio, en nuestros días nos sentimos preocupados por el cambio climático, el efecto invernadero, el deterioro de la capa de ozono, la lluvia ácida o el crecimiento imparable de los desechos sólidos, de las sustancias tóxicas y de los vertidos incontrolados, cuestiones de difícil solución sino es a través de la implementación de políticas internacionales ambientales de cierto calado. En el mismo sentido puede consultarse Impuestos; núm. 23 (1998), «Los tributos ecológicos y el agua: del Canon estatal sobre Vertidos Autorizados a los Cánones autonómicos de Saneamiento y Depuración de Aguas Residuales», pág. 33, del mismo autor.
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	 (2) 

	JORDANO FRAGA, J., entre otros, defiende en La Protección del Derecho a un medio ambiente adecuado, ed. Bosch, Barcelona (1995), pág. 15, la necesidad de enlazar los antecedentes históricos en materia ambiental.
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	 (3) 

	Como se ha comentando, históricamente los problemas ambientales eran tratados desde el ámbito privado, en tanto que afectaban al patrimonio de las personas o a problemas de salubridad. Posteriormente, los Poderes Públicos se han ido involucrando en la búsqueda de soluciones, primero mediante la protección del dominio público, y después, por la protección del Medio Ambiente.
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	 (4) 

	La preocupación por el medio ambiente ha llevado a que legisladores de múltiples países lo consideren como un bien jurídico digno de protección. La Constitución italiana de 1947 y la Ley fundamental de Bonn de 1949 [para mayor información sobre la protección jurídica del medio ambiente en Alemania puede consultarse el artículo de GONZÁLEZ DE LA FUENTE, J. M., en Noticias de la Unión Europea, «Tributos ambientales en Alemania», núm. 122 (1995)] ya situaban en un lugar destacado la conservación medioambiental y, ni que decir tiene, que constituciones más recientes han ubicado la protección del medio ambiente entre sus principios constitucionales de mayor importancia: Constitución española de 1978 (art. 45), Constitución griega de 1975 (art. 24) o la Constitución lusa de 1976 (art. 66), por citar algunos ejemplos [para una mayor profundización sobre el particular, consúltese: VELASCO CABALLERO, F.: «Protección del Medio Ambiente en el constitucionalismo europeo», Noticias de la Unión Europea, núm. 190 (2000)]. En orden a las regulaciones sobre medio ambiente en derecho comparado, ver DOMPER FERRANDO, J., El medio ambiente y la intervención administrativa de las actividades clasificadas, vol. I, ed. Civitas, Madrid (1992), págs. 93 y ss. También resulta sumamente interesante, «Aspectos constitucionales y comunitarios de la tributación ambiental (especial referencia al impuesto sobre el dióxido de carbono y sobre la energía)», de HERRERA MOLINA, P. M. y SERRANO ANTÓN, F., Revista Española de Derecho Financiero; núm. 86 (1994), págs. 459-464.
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	 (5) 

	En esta línea de pensamiento encontramos autores como CASTILLO LÓPEZ, J. M., en La reforma fiscal ecológica, op. cit., págs. 14-17, donde estima que «las variables afectadas por la calidad ambiental son diversas y, en consecuencia, los impactos de la política medioambiental se revelan multifacéticos, es decir, constituyen problemas en los que son muchos los objetivos a satisfacer, algunas veces competitivos y/o incompatibles, no siendo posible, en consecuencia, la optimización de todos ellos» y concluye pronosticando una futura ciencia, la «Ecología Social», «que formará parte del conglomerado de ciencias sociales y que, por ello, no será una ciencia exacta, si no que su desarrollo estará condicionada por posiciones filosófico-ideológicas previas».
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	MARTÍN MATEO, R., Manual de Derecho Ambiental, ed. Trivium, Madrid (1995), pág. 61.
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	Término acuñado por MORENO TRUJILLO, E. cuando se refiere a la sensibilización por parte de los Estados y de la ciudadanía del problema ecológico y al que dirige las siguientes reflexiones: [en La protección jurídico-privada del medio ambiente y la responsabilidad de su deterioro, ed. Bosch, Barcelona (1991), págs. 194 y ss.] «este progresivo, imponente e irreversible en la gran mayoría de los casos deterioro del Ambiente Natural, ha venido coadyuvado por una imprudente voluntad política, una incontrolada especulación, la carencia de capacidad de previsión, el delictuoso absentismo de los poderes locales y central en la toma de conciencia de este tipo de problemática, y junto a ello, por una notable impericia técnico-burocrática, que destaca sobre la escasa aplicación de la normativa existente». Y continúa: «El que ahora la protección tanto del medio ambiente en general, como de los recursos naturales o de los bienes paisajísticos en particular, ocupen las primeras páginas de la prensa diaria o las cabeceras de los informativos de radio y televisión se debe, en opinión un poco teñida de catastrofismo, a que esos fenómenos contaminantes a los que antes hacíamos referencia no se limitan ya a afectar sola y exclusivamente a ese mundo natural —flora, fauna, paisajes, aire o agua- sino que se han manifestado directamente sobre la salud humana, incluso de la economía, encontrando eco sobre ese nuevo concepto de la calidad de vida». Tomado de CHICO DE LA CÁMARA, P.: «Contribuciones Especiales sobre vertidos de las aguas», Noticias de la Unión Europea, núm. 122 (1995), pág. 51.
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	 (8) 

	Este fenómeno ha propiciado una cada vez mayor sensibilización hacia los problema ecológicos y la aparición de lo que ha dado en llamarse «conciencia ambiental», entendida como «una conciencia que, tras constatar un hecho radicalmente nuevo en la historia de la humanidad: la excesiva de la especie humana sobre su medio ambiente, reconoce, en consecuencia, la necesidad de controlar esa incidencia arbitrando medidas de protección ambiental» [DE PRADA GARCÍA, A.: «Aspectos filosóficos de la problemática ambiental», en AA.VV.: La protección fiscal del medio ambiente. Aspectos económicos y jurídicos, ed. Marcial Pons, Madrid (2002), pág. 17], a través de las que se reconocen las interconexiones entre el hombre y la naturaleza, obviadas por el modelo de desarrollo tradicional, así como la necesidad de su control.
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	 (9) 

	Nuestro país, es una de las zonas de la Tierra que más perjudicado podría resultar con los efectos esperados por el cambio climático: más incendios forestales, más erosión y desertización, más sequías, más inundaciones, más fenómenos tormentosos, elevación del nivel de las aguas marítimas y un largo etc. Una parte importante de nuestra infraestructura económica, ligada a la agricultura, la producción hidroeléctrica y al turismo, podría verse profundamente afectada.
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	Como señala el Profesor PÉREZ LUÑO, A. E.: Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución, ed. Tecnos, Madrid (1999), «el hombre ha encontrado en su medio natural el punto de referencia para sus posibilidades de acción transformadora. Dicha evolución tan dinámica va a tener un coste: ciertos bienes jurídicos van a quedar soslayados en detrimento de un régimen económico cada vez más poderoso, entre los cuales iba a estar el medio ambiente. Como respuesta a dicha situación, desde un punto de vista sectorial, pero con mayores ambiciones, el Derecho se va a erigir como un poderoso baluarte en la protección del medio». Tomado de LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al medio ambiente adecuado y a su protección», Revista Electrónica de Derecho Ambiental, núm. 3 (1999). http://www.cica.es/aliens/gimadus/loperena.html.
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	Siguiendo a SEOÁNEZ CALVO, M. y ANGULO AGUADO, I.: Manual de gestión medioambiental de la empresa. Sistemas de gestión medioambiental, auditorías medioambientales, evaluaciones de impacto ambiental y otras estrategias, ed. Ediciones Mundi-Prensa, Madrid (1999), págs. 23 y ss.
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	Representó el primero de los trabajados del Club de Roma. Titulado genéricamente Los límites del crecimiento, fue el resultado del estudio de un grupo de expertos dirigidos por DENNIS MEADOWS. Sobre los orígenes, objetivos y actividades desplegadas por el citado organismo puede leerse a TAMAMES GÓMEZ, R.: Ecología y desarrollo, 5.ª edición, ed. Tecnos, Madrid (1985), y a MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho ambiental, vol. I, ed. Trivium, Madrid (1991), págs. 46 y ss., y 240 y ss., respectivamente.
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	Véase a SEOÁNEZ CALVO, M. y ANGULO AGUADO, I.: Manual de gestión medioambiental de la empresa. Sistemas de gestión medioambiental, auditorías medioambientales, evaluaciones de impacto ambiental y otras estrategias, op. cit., pág. 24.
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Anteriormente, la declaración Universal de Derechos del Hombre adoptada por la ONU el día 1 de diciembre de 1948 no incluye el derecho al ambiente, aunque debemos reconocer el panorama posbélico del momento acaricia otro tipo de preocupaciones. No obstante, para autores como MARTÍN MATEO, R. en ningún momento se ha procedido ha sustantivar «unos hipotéticos derechos de la naturaleza en sí misma considerada», sino los derechos del hombre a un ambiente adecuado. No es éste el caso de las legislaciones nacionales a las que sí reconoce importantes, que no decisivos avances, en la esfera de estos derechos. «Las ciencias sociales y la conservación de los sistemas naturales», en AA.VV.: IV Congreso Nacional de Economía. Desarrollo Económico y Medio Ambiente, ed. Aranzadi. Pamplona (1992), págs. 383-384.

Para LOPERENA ROTA, D., nos encontramos ante un verdadero derecho humano y propone, tanto en el ámbito internacional como en el nacional, su aceptación formal. El Profesor reconoce que se ha aceptado universalmente su existencia y alude en su defensa, además de las ya citadas declaraciones, al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, a la Convención Europea de Protección de los Derechos del Hombre y de las Libertades Fundamentales y ha un detalle comparado de legislaciones estatales, observando en todas ellas cierto proceso de positivización. No obstante, acepta que intentar convencer de que el «derecho al medio ambiente adecuado es un derecho humano resulta complicado por partida doble, dado que nos enfrentamos a dos conceptos, derechos humanos y medio ambiente, cuyas definiciones distan mucho de ser precisas». LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al medio ambiente adecuado y a su protección», op. cit.
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	Un estudio del reconocimiento formal y jurídico a las distintas generaciones de derechos humanos y su relación con el medio ambiente podemos hallarlo en LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al medio ambiente adecuado y a su protección», op. cit. También resulta especialmente interesante la distinción que el Profesor realiza entre el derecho de todos a un medio ambiente adecuado y el derecho a su protección, como ejercicio a desempeñar por las Instituciones públicas.
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	Véase al respecto CUENCA GARCÍA, E.: «Los organismos económicos intencionales y el medio ambiente», en AA.VV.: IV Congreso Nacional de Economía. Desarrollo Económico y Medio Ambiente, ed. Aranzadi. Pamplona (1992), págs. 391-404.
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	El concepto de desarrollo sostenible se lo debemos al primera ministra noruega, GRO HARDEM BRUNDTLAND, directora de la comisión internacional que elaboró el informe denominado Our common future —traducción en castellano: Nuestro futuro común, ed. Alianza Editorial, Madrid (1988)—. La idea propugna un desarrollo suficiente para satisfacer las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las suyas, compatibilizando los aspectos ambientales, económicos y sociales desde una perspectiva solidaria. Para una visión actualizada de la teoría consúltese GOODLAND, R., DALY, H., EL SERAFY, S. y VON DROSTE, B.: Medio ambiente y desarrollo sostenible. Más allá del Informe Brundtland, ed. Trotta, Madrid (1997).
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	Como señalan muchos expertos, el desarrollo no se sostiene en el tiempo sino que perdura en él, de manera que el término correcto a emplear debería ser «desarrollo perdurable». No obstante, como ha sucedido con otras expresiones desacertadamente traducidas del inglés, la locución está ampliamente difundida y reconocida. La idea que comprende la expresión de desarrollo sostenible fue anteriormente defendida por la escuela fisiócrata francesa en el siglo XVIII, postulando el desarrollo armonioso entre las «riquezas renacientes» y los «bienes fondo». Recientemente, una vez concluido y publicitado el Informe del Club de Roma sobre los límites del crecimiento, se propuso la palabra «ecodesarrollo» para denominar al desarrollo económico del tercer mundo compatible con el equilibrio ecológico, aunque no tuvo mucha aceptación y terminó sucumbiendo al olvido.
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	Respecto a los resultados de la Conferencia, ver LOPERENA ROTA, D.: «Balance de la Conferencia de Río sobre medio ambiente y desarrollo», Revista Vasca de Administración Pública, núm. 35 (1993).
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	En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio ambiente y el Desarrollo se aprueban diferentes Acuerdos y Convenios internacionales, con ello se cimientan las bases para una mayor cooperación internacional con vistas a un desarrollo a largo plazo sostenible y compatible con el medio ambiente. La Conferencia aprueba un programa de acción encaminado a crear, antes del año 2000, las condiciones para un desarrollo duradero y respetuoso del medio ambiente a escala local, nacional e internacional. Además, se adoptaron la llamada «Declaración de Río», que contiene 27 principios para la transición a un desarrollo duradero y sostenible. En el marco de la conferencia, se firma la Convención marco sobre el cambio climático y el Convenio sobre la diversidad biológica, con la que se pretende adoptar medidas limitadoras de los elementos nocivos que provocan el cambio climático y que es ratificado por 38 países. Para financiar la solución de los problemas medioambientales a nivel mundial la Comunidad recomendó la creación del FMMA (Fondo Mundial para el Medio Ambiente). En junio de 1997 se celebra una sesión extraordinaria de la Asamblea General de las Naciones Unidas para conmemorar y evaluar la aplicación de los acuerdos adoptados en la Conferencia de Río. Documentación Europea: El Parlamento Europeo y la Política Medioambiental de la Unión Europea, ed. Parlamento Europeo, Luxemburgo (1997).
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	La sucesión de eventos internacionales relacionados directa o indirectamente con el medio ambiente resultaría innumerable. También son incontables las instituciones internacionales preocupadas por esta cuestión y los organismos no gubernamentales involucrados en los temas medioambientales.
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	Tal situación impulsa a los países occidentales, que ven que sus esfuerzos internos por disminuir el deterioro medioambiental eran mitigados por aquellos otros con un mayor potencial de crecimiento, a plantearse dos cuestiones fundamentales dentro de un marco de competitividad: ¿Cómo afrontar un problema global sin inmiscuirse en asuntos internos de países soberanos? y, respecto a la distribución de los costes de radicación, ¿quién debe contribuir?, ¿el país que se beneficia o el que provoca el problema?
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	La teoría del crecimiento cero ampara la calidad del medio ambiente, limitando el crecimiento económico; mientras que, por su parte, la teoría del desarrollo sostenible defiende el crecimiento, pero respetando las bases naturales. Para un conocimiento más exhaustivo, consúltese: HERCE, J. A.: «Economía y medio ambiente: crecimiento sostenible», Revista de Economía, núm. 14 (1992), págs. 25-31.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Un mayor detalle puede encontrarse en JIMÉNEZ HERRERO, L. M.: «Desarrollo sostenible global: Base para una estrategia planetaria», en AA.VV.: IV Congreso Nacional de Economía. Desarrollo Económico y Medio Ambiente, ed. Aranzadi. Pamplona (1992), págs. 335 y ss. DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», Noticias de la Unión Europea, núm. 122 (1995), pág. 45, y ESCOBAR ROCA, G.: La ordenación constitucional del medio ambiente, ed. Dykinson, Madrid (1995).
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	COASE, R. H. Y PIGOU, A. C. En el siguiente Capítulo tendremos la oportunidad de examinar las propuestas de estos autores.
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	No es ésta, sin embargo, la posición de MARRACO SOLANA, S.: «La caza, la conservación y la legislación», Anuario del Centro de la Universidad Nacional de Educación a Distancia de Barbastro, núm. 7 (1990), pág. 19. En su trabajo sostiene que el concepto de «nivel de vida», introducido entre los fines a conseguir por la Comunidad Económica Europea en el Tratado de Roma, deriva nítidamente hacia la noción de «calidad de vida». De esta manera, el autor sitúa, explícitamente, la preocupación comunitaria por el problema ambiental en sus orígenes.
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	Explícitamente reconocido en el Consejo Europeo de Cardiff de 1998.
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	Véase al respecto, la magnifica delimitación de CRUZ SANZ PÉREZ, D. respecto del objeto de estudio de su trabajo: La Administración Local y la Protección de la Atmósfera: La Intervención a través de Instrumentos de Control Preventivo, ed. Cedecs Editorial, Barcelona (1999), págs. 35 y ss.
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Alcance y objetivos del estudio 



Puesto que resulta preceptivo, y sin duda juicioso, comenzar una Tesis Doctoral exponiendo y clarificando de inicio las hipótesis que se pretenden contrastar, y el método empleado en el logro de dicho objetivo; y toda vez que esta introducción completó el marco general en el que se desarrollará el presente trabajo de investigación; procede ahora acometer, en la medida de lo posible, mencionada empresa, no sin antes apuntar, brevemente, las inquietudes personales, antecedentes hoy, de la Tesis Doctoral que presentamos a defensa.

El tema por el que finalmente opté para la obtención de la Suficiencia Investigadora («El Medio Ambiente comunitario y las Propuestas de Directivas para un impuesto sobre el dióxido de carbono y la energía») surgió, no antes de un decidido proceso de reflexión, del deseo y la ilusión de acometer una investigación interdisciplinar y, posiblemente, de la atracción que ejerce la imposición medioambiental hacia mi persona.

El medio ambiente era, y sigue constituyendo, un tema de moda. Como prueba de ello, baste recordar la infinidad de trabajos elaborados en los últimos tiempos: libros, monografías, artículos, Tesis Doctorales..., de cualquier campo de conocimiento y por múltiples organismos e instituciones: públicas y privadas, locales, nacionales e internacionales, etc.; los cuales representan, en su conjunto, la importancia que merece y se le concede al medio ambiente en todas las esferas de análisis y decisión.

La aspiración de interdisciplinariedad resultaba extraordinariamente sugerente. La posibilidad de enlazar en un trabajo aspectos diversos (jurídicos, económicos, sociales, políticos, etc.) inherentes al medio ambiente, prometía una línea de investigación fresca e imaginativa, y unos resultados que, sin ser ambiguos, expresaran las dificultades de conciliar las aristas que presenta la cuestión ambiental. Además, nos interesaba realizar una investigación abierta y comprensible, por lo que en ningún momento pensamos en llevar a cabo un análisis concreto y específico, que únicamente resultara inteligible para el especialista en un área determinada. Por otro lado, un análisis jurídico de la tributación ambiental europea dirigida a paliar los efectos del cambio climático, presentaba por sí misma suficiente variedad para reconocer la necesidad de acotar la investigación, con la intención de evitar la dispersión de la que finalmente podría adolecer el trabajo. En consecuencia, se imponía la adopción de un hilo argumental que, sin perder la idea inicial, permitiera acoger el interés y las aportaciones de múltiples materias y, al mismo tiempo, acotara el campo de actuación y focalizara las conclusiones.

Se nos planteaba una tarea nada fácil, pero que entendemos resuelta en la medida que la investigación se marca un único objetivo: conocer las causas por las que la Comunidad Europea, en el ejercicio de sus competencias, renuncia a enfrentar el efecto invernadero y la consecución de los compromisos internacionales asociados a este problema ambiental, desde el sistema tributario, y concretamente, desde la imposición indirecta. O, expresado de otra manera, a qué se debe la elección de un instrumento ambiental basado en el mercado, como medida básica de actuación comunitaria, para las fuentes de emisión fijas de GEI de los sectores energético e industrial.

Aun así, encontramos numerosas dificultades para abordar una pregunta tan concreta. Entre otras, quizá podrían sintetizarse en la relativa novedad de la tributación ecológica, aun en un proceso incipiente de desarrollo; característica que resulta extensible a buena parte de los instrumentos de defensa medioambiental. Por otro lado, la complejidad, fragmentación y desconocimiento que, tanto en el ámbito jurídico de la Comunidad como a nivel internacional, se posee en líneas generales y, especialmente, en torno a los asuntos medioambientales. En este sentido, es preciso reconocer que, las cuestiones a las que da lugar la naturaleza plurifacética, multidisciplinar y supranacional de la materia ambiental en el contexto que acometemos la investigación, sin duda, no han podido ser atendidas con la extensión y la dedicación que merecen. De hecho, cada una de las disciplinas desde las que nos aproximamos al objeto de nuestro estudio, hubiera requerido la práctica del método propio de su conocimiento científico, por lo que es preciso reiterar la metodología jurídica desde la que se establece la investigación.

Expuesta la meta de este trabajo de Tesis Doctoral, el paso previo de nuestra investigación no podía obviar el concepto de medio ambiente, ni olvidar el conocimiento del bien jurídico objeto de protección. En este interés, nuestra primera tarea consistió en traer a examen los postulados jurídicos recogidos en los textos internacionales, en la propia Constitución española, y en las alineaciones jurisprudenciales y doctrinales. Además, antes de anticipar posiciones, nos pareció acertado descubrir la noción de equilibrio de ecosistemas propuesto por las ciencias naturales para el medio ambiente, realizar un análisis de la visión particular que del mismo se tiene desde la economía y de los principales aspectos de la relación que liga al medio ambiente con las actividades productivas. En esta dirección, se hizo hincapié en el problema de las externalidades, en los instrumentos legales para su internalización y, finalmente, efectuamos algunas reflexiones sobre la naturaleza del conflictivo principio quien contamina paga. En realidad, estos aspectos se encuentran presentes y se traen a debate a lo largo de todo el trabajo, puesto que entendemos que constituyen los fundamentos justificativos de las actuaciones públicas dirigidas a la defensa y promoción de los valores ambientales y de los nuevos paradigmas de desarrollo.

La discusión en torno al carácter indeterminado y globalizador manifestado por el equilibrio medioambiental, y la necesidad de su concreción a través de un modelo de desarrollo sostenible, reflejo del modelo de sociedad al que se aspira; anticiparon y propusieron a estudio los instrumentos al servicio de la intervención comunitaria en materia ambiental, el análisis de sus posibilidades y limitaciones individuales, así como su oportuna ponderación dentro de este modelo que, cuando menos teóricamente, parece existir un consenso respecto a la necesidad de su establecimiento. Puesto que la segunda parte de nuestra investigación enfrenta, dentro del ámbito europeo, dos instrumentos como son la creación de mercados de bienes ambientales y la tributación ambiental, se dedica especial atención a los mismos, reservando el Capítulo Tercero a la tributación con fines distintos a los estrictamente recaudatorios.

Resultan evidentes los efectos económicos y sociales del tributo y su utilización por las autoridades para coadyuvar la realización de otras políticas, en las que el interés fiscal se desplaza a un segundo plano. No obstante, considerando que la conjunción de ambas características no sólo es posible, sino que resulta necesaria; reconociendo y aceptando de inicio esta inclinación subjetiva sobre la naturaleza y el desempeño que conferimos a los sistemas tributarios; enfrentamos las ventajas y los inconvenientes del tributo como instrumento medioambiental, o como vehículo receptor de este interés, y las posibilidades jurídicas que nuestro ordenamiento nacional dispensa en este cometido. Posteriormente, se da cuenta de las oportunidades incentivadoras y recaudatorias que la figura del impuesto pudiera aportar al ámbito de la eficiencia energética y de la polución atmosférica, y de los problemas de política social y económica que presenta su implantación, lo que, inevitablemente, conduce a un debate sobre las reformas fiscales ecológicas.

Alcanzar la finalidad propuesta para esta Tesis, requería un conocimiento del sistema jurídico de la Comunidad, de sus principios más relevantes y de sus relaciones en el juego de intereses comunitarios, de los procesos en la toma de decisiones y de las tareas encomendadas a sus instituciones, orientado desde la perspectiva de su actuación en defensa de la calidad de vida de los ciudadanos europeos, y con base en su incidencia sobre el medio ambiente. Sin embargo, precisábamos que dicho análisis se formulara en atención al devenir histórico que la acción medioambiental ha experimentado desde los inicios de la Comunidad, puesto que considerábamos que esta visión aportaría el justo marco de referencia donde encuadrar la verdadera categoría de la política comunitaria en la materia. El análisis de las limitaciones y de los privilegios reservados por los Tratados europeos a las políticas, acciones y programas en materia medioambiental, al que se reserva el Capítulo Cuarto, trae causa de dicho enfoque, y concluye con un examen del Sexto Programa Comunitario de Acción Medioambiental, en el que se cede un trato preferente al problema del cambio climático.

Una vez conocidas las ideas y los modelos generales desde los que se postula la intervención pública sobre medio ambiente, los principios, los ejes fundamentales y los instrumentos para su desarrollo, y el panorama jurídico, social, económico y político donde tendrán lugar tales actuaciones; únicamente restaba conocer el origen y el contenido de las negociaciones, de los acuerdos y de los compromisos suscritos en el contexto internacional sobre cambio climático. Confiados al método señalado en el párrafo precedente, el último Capítulo se inicia con la exposición de tales cuestiones, para a continuación ceder protagonismo a los instrumentos estrella de la presente Tesis Doctoral. Teniendo siempre presentes las premisas y reflexiones realizadas hasta el momento, exploramos las iniciativas comunitarias con pretensiones ambientales, en materia de imposición indirecta armonizada para el CO2 y la Energía, y analizamos detenidamente, dentro del Programa Europeo para el Cambio Climático, el establecimiento del mercado internacional de gases de efecto invernadero en el ámbito de la Unión Europea. Ambos instrumentos han suscitado entre sus valedores y detractores, un elevado número de discusiones y alto grado de polémica que se extiende hasta nuestros días; nosotros no aspiramos a despejar tales conflictos, pero, al margen de las reflexiones que ponen fin al trabajo, presumimos que la lectura que se inicia a continuación puede ayudar a tomar partido por unos u otros intereses.

Antes de finalizar esta Introducción, deseamos manifestar nuevamente el carácter plurifacético y multidisciplinar del medio ambiente como objeto de estudio, la diversidad de enfoques desde los que es posible enfrentar el asunto ambiental, la acentuada idiosincrasia de los instrumentos propuestos para su defensa, la dispersión normativa de la legislación en la materia de la Comunidad, así como las peculiares características que presenta la supranacionalidad de los entes implicados en un problema de dimensiones globales; todo lo cual conlleva la necesidad de apoyar nuestro trabajo de investigación en un amplio y variado elenco de referencias bibliográficas, de las que se da cuenta al final del mismo.

Además, en la problemática que concierne al medio ambiente, convergen aspectos y elementos estructurales de peso en el Derecho financiero y tributario, Derecho de múltiples relaciones, que estima el estudio de áreas de conocimientos tangenciales. El desencuentro entre economía y ecología habilita toda una pléyade de nuevas cuestiones, que trasciende los aspectos puros de la fiscalidad, pero que al mismo tiempo, permite aproximarse al movimiento evolutivo social que parece estar presente en el modelo de desarrollo sostenible. Tal es así, que hemos terminado convencidos que la tributación medioambiental de la energía a escala europea, se constituye en una valiosa herramienta para observar la sintonía y el movimiento que los sistemas fiscales nacionales manifiestan con un problema ambiental a escala planetaria, como es el efecto invernadero. Y aunque formalmente no constituya éste el escenario más apropiado para presentar conclusiones, a nuestro juicio, se trata de una privilegiada atalaya desde donde atisbar el devenir de este nuevo modelo de desarrollo en el contexto internacional, y así lo hemos descubierto y tenido presente en la elaboración de esta Tesis.






Medio ambiente: primeros conceptos 



La conceptualización del «medio ambiente»  (1)  o, en opinión de algunos autores si se quiere evitar la redundancia  (2) , del ambiente, no resulta una tarea sencilla, fundamentalmente por el carácter plurifacético que muestra el término, al que distintos ámbitos científicos (biología, economía, política o derecho), han venido aludiendo con distinto alcance y sentido, sin llegar a aportar una definición unánime y de carácter global y definitiva  (3) .

Entre los juristas ambientalistas se encuentran definiciones de diversa índole  (4) , «definiciones que restringen el ámbito del medio ambiente al entorno natural: aire, agua, ruido y vegetación...; definiciones que incluyen en el concepto otros elementos físicos y biológicos, monumentos históricos, suelo, fauna..., definiciones que añaden a las anteriores infraestructuras como la vivienda, transporte, equipo sanitario...; definiciones que integran en el concepto factores culturales como bienestar, calidad de vida, educación, desarrollo...»  (5) .

Como es sabido, la noción de «calidad de vida»  (6)  nace en los años setenta, de la mano de los problemas ambientales que comenzaron a ser reconocibles y patentes en esas fechas. Una vez superada la crisis de la Segunda Guerra Mundial, el desarrollo económico y la explotación de los recursos naturales plantea un interrogante sobre: ¿cuál es la medida justa entre desarrollo económico y deterioro medioambiental?, ¿entre consumismo material y bienestar social?; en definitiva, la sociedad occidental cuestiona su nueva situación espacio-temporal  (7)  y busca un modelo que la reconcilie con el medio ambiente, a la vez que mantenga su prosperidad. Se trataría, pues, de encontrar una senda de promoción humana que prometiera la calidad de vida deseada por todos. Esta situación, con simplicidad y carácter general, ha sido descrita mediante el conflicto entre el desarrollo económico, cúspide de los bienes materiales, y el medio natural, sinónimo en muchas ocasiones de calidad de vida, por cuanto se constituye en contra-peso del desarrollismo material irracional, factor de alienación de ser humano.

Parece de inicio evidente, que una concepción amplia de ambiente, entendiéndose éste como todo lo que nos rodea y afecta a nuestras vidas, no es plausible, dado que supondría incorporar al ámbito de lo ambiental casi todo. De ser así, todos aquellos bienes e intereses que poseyeran autonomía jurídica se verían absorbidos por lo ambiental, o dicho de otra manera, la presunción de lo ambiental se manifestaría en toda expresión de interés para el Hombre  (8) . El Hombre, en sí mismo, formaría parte y a la vez se equipararía al medio ambiente, formando un todo, único, indivisible, pero dotado de una fuente de riqueza de aspectos diversos, inherentes a su consustancialidad y, a la vez, proveedores de su desarrollo. En este sentido, resulta sencillo entender por qué no se ha alcanzado una definición de medio ambiente unánime, de carácter global y definitivo: el medio ambiente es mutable  (9) .

«No se puede intentar definir el medio ambiente olvidando esta cualidad  (10) , incluyendo en su ámbito aquello que, previsiblemente, en un futuro próximo pueda ser susceptible de integrarse y conformar ese medio ambiente concreto con el transcurso del tiempo»  (11) . De ser así, el medio ambiente se constituye en un bien jurídico indeterminado.

Tampoco parece adecuado limitar el concepto de ambiente a determinados factores que lo integran, como ocurre, por ejemplo, en la definición que aporta MARTÍN MATEO, donde se contempla el ambiente desde una visión que podríamos tildar de limitada; al circunscribir su ámbito conceptual exclusivamente al agua y al aire, caracterizándolos por su cualidad de ser bienes comunes, y olvidándose de otros bienes naturales como el suelo, el paisaje, la flora o la fauna, que pueden llegar a compartir con aquéllos la característica de la libertad de acceso para cualquiera. Para el autor, el art. 45.1 de la Constitución española no se refiere a elementos culturales o artificiales, a los que ya se les ha reservado su lugar en otros artículos constitucionales (por ejemplo los arts. 27, 44, 46 y 47), sino únicamente a los factores naturales, posición que parece avalada por la expresión «todos los recursos naturales» que nutre el apartado segundo del art. 45  (12) .

Puesto que existen diversas y muy distintas versiones doctrinales sobre el concepto jurídico de medio ambiente, que circulan desde una noción restringida donde se reconoce únicamente la presencia de elementos naturales, hasta otras más extensas, que acogen entre sus valores otros aspectos de tipo económico, social y cultural; procederemos de inicio a estudiar qué debemos entender en el presente trabajo por medio ambiente, para posteriormente acordar cuál debe ser la orientación adecuada para su defensa.

A)  El bien jurídico ambiental

El Tribunal Constitucional, tras destacar el carácter complejo y polifacético de las cuestiones ambientales, ofrece, en su Sentencia 102/1995  (13) , de 26 de junio, una descripción extensiva del medio ambiente, identificándolo con el entorno vital del hombre en un régimen de armonía que aúna lo útil con lo grato (FJ 4.º). Ese entorno está integrado por elementos, agentes geológicos, climáticos, químicos, biológicos y sociales que rodean a los seres vivos y actúan sobre ellos para bien o para mal condicionando su existencia, su identidad, su desarrollo y más de una vez su extinción, desaparición o consunción.

Después de lo dicho, parece evidente que existe una impregnación de terminología procedente de otras áreas científicas, ajenas a la comprensión jurídica. Si el Derecho ha de estar al servicio y en función de las relaciones e intereses presentes en la sociedad —lo que impone conferirle la suficiente flexibilidad con la que desempeñar este cometido—, resulta ineludible iniciar el análisis desde los conocimientos aportados por estas disciplinas, si lo que perseguimos es hallar el sentido objetivo de la norma. En este contexto, ROSEMBUJ  (14)  especifica que, en el ámbito jurídico, el anclaje previo del ambiente debe encontrarse en la ciencia biológica, «sobre todo cuando el propio legislador apunta, con cada vez mayor frecuencia, a un vocabulario técnico no jurídico, de matriz ajena», empleando términos tales como «equilibrio biológico», «hábitat», etc. De este modo, coincidimos con el autor en que resulta inevitable tomar como punto de partida la consideración de los conceptos propios de las ciencias naturales y de la ecología para entender el sentido que se debe otorgar al término ambiente  (15) .

1.  Aproximación al concepto medioambiental desde la ciencia de la ecología

El vocablo «ecología» (ökologie) fue creado por HAECKEL, quien postuló el estudio de las especies animales y vegetales en su medio  (16) . Según este autor, por ecología se entiende «el conjunto de conocimientos acerca de la economía de la naturaleza: la investigación de las relaciones totales del animal tanto con su ambiente inorgánico como con el orgánico, incluyendo por encima de todo sus relaciones amistosas y hostiles con aquellos animales y plantas con los cuales entra en contacto de forma directa o indirecta; en suma, la ecología es el estudio de todas aquellas correlaciones complejas a las que DARWIN hace referencia como las condiciones de lucha por la existencia»  (17) .

La sistematización explícita de la ecología como ciencia es relativamente reciente, siendo su objeto inmediato la investigación de las relaciones de los seres vivos con su entorno, analizando tanto la interrelación de la comunidad de organismos con el ambiente físico (luz, temperatura, salubridad, etc.), como con el ambiente biológico (las relaciones con los demás organismos).

En el ámbito que nos ocupa, la ecología diferencia dos categorías de factores ambientales: abióticos y bióticos. Los primeros representan aquellos elementos de carácter inorgánico, como son la tierra, el aire, el agua o el sol, cuya mezcla da lugar a las distintas condiciones de humedad, proporcionalidad de elementos químicos presentes en la tierra o el aire, radiación solar y temperatura. Los factores ambientales bióticos, de carácter orgánico, animales, plantas o microorganismos, modifican a aquéllos, al mismo tiempo que mantienen entre sí relaciones de simbiosis, depredación, parasitismos, etc. Mención aparte merece la especie humana, en tanto que sus posibilidades de modificación de este delicado equilibrio son trascendentales.

El conjunto de los factores ambientales, abióticos y bióticos, señalados y sus interrelaciones reciben el nombre de complejo ecológico o ecosistema  (18) , cuyo equilibrio resulta de capital importancia para la conservación de las especies y la pervivencia del mundo actual. Por tanto, ambiente, en la dirección señalada, sería «la trama de los elementos abióticos y bióticos, cuya tutela resulta imprescindible para la conservación y continuidad de los ecosistemas»  (19) .

El comportamiento del ecosistema ha sido descrito por HOLLING como la secuencia dinámica de cuatro funciones: explotación, conservación, liberación y reorganización. «La explotación se representa por aquellos procesos del ecosistema que son responsables de la colonización rápida de ecosistemas alterados, durante la cual los organismos capturan fácilmente los recursos accesibles. La conservación ocurre cuando la acumulación lenta de recursos construye y almacena estructuras cada vez más complejas [...] La liberación o destrucción creativa ocurre cuando la fase de conservación ha construido estructuras elaboradas y estrechamente ligadas que se han vuelto “sobreconectadas”, de modo que se activa un cambio rápido. El sistema se ha hecho frágil. El capital almacenado se libera entonces repentinamente y la organización compacta se pierde. La destrucción abrupta es creada internamente pero es causada por un desequilibrio externo tal como el fuego, enfermedad o presión de apacentamiento. Este proceso de cambio destruye y también libera la oportunidad para la cuarta etapa, la reorganización, donde los materiales liberados son movilizados a fin de hacerlos disponibles para la siguiente fase de explotación»  (20) . La sucesión lenta de las dos primeras funciones condiciona la estabilidad y productividad del sistema; asimismo, la resistencia, la capacidad de recuperación o de absorción de estrés del sistema, están determinados por la efectividad de las dos últimas funciones. En esta dinámica, algunas perturbaciones naturales, como pueden ser las provocadas por el fuego, el agua, el viento o los animales herbívoros son inherentes al desarrollo y evolución del ecosistema.

En esta línea, debe entenderse que el concepto unitario del bien inmaterial ambiental, basado en el equilibrio biológico, se descompone en las distintas categorías de factores ambientales (desde la perspectiva ecológica sería los factores biótico y abiótico precitados), los cuales son susceptibles de tutela jurídica individualizada  (21) .

Por último, conviene distinguir entre recursos renovables y no renovables. Los primeros son susceptibles de una regeneración natural, lo que permite su utilización como insumos del proceso productivo, sin que ello suponga una disminución global en el stock de los mismos (siempre que el ritmo de explotación no supere el de su regeneración o renovación biológica). Las cantidades de este tipo de recursos pueden aumentar, por lo que es posible considerarlos como una forma de capital natural. El hombre puede incidir sobre este tipo de recurso, sobreexplotándolos (por ejemplo, la caza indiscriminada de ballenas) o evitando su desaparición (por ejemplo, mediante la protección de especies en vías de extinción). Prototipos de esta clase de recursos son los animales y las plantas (bancos de pesca, bosques, etc.) o las reservas de agua (pantanos y acuíferos). También podrían incluirse dentro de esta categoría los depósitos naturales de residuos (atmósfera, ríos, lagos, etc.), «en los que se depositan sustancias contaminantes, y que son capaces de regenerarse por sí mismos gracias a procesos bióticos y abióticos. En este caso, el depósito puede ser tratado como el stock de un determinado recurso natural»  (22) .

Los recursos continuos «corresponden a aquellas fuentes de energía que son inagotables y que no se ven afectadas por la actividad humana. Las fuentes principales de energía continua son el sol y la gravedad. La primera genera energía solar a través de la radiación y eólica por el viento, mientras que la segunda genera energía hidroeléctrica, bien mediante las olas y mareas o los saltos hidroeléctricos de las presas. En ocasiones, este tipo de recursos se asimila a los recursos renovables, pero esa definición no sería precisa, ya que en realidad no existe un proceso de regeneración»  (23) .

Dentro de los recursos no renovables se incluyen los denominados agotables: son aquellos que una vez consumidos no son susceptibles de una regeneración natural, al menos en tiempo histórico. Su incorporación al proceso productivo supone la disminución de su stock, lo que podría llegar a agotarlos. Estos recursos no se pueden emplear permanentemente de forma sostenible. Como ejemplo, los minerales y los depósitos de combustibles fósiles. Según COOK, «se trata de concentraciones geoquímicas de elementos y compuestos naturales que se pueden o se podrían explotar económicamente»  (24) . Bajo la consideración de una escala temporal humana, existe un stock fijo de este tipo de recursos, aunque esta afirmación debe matizarse por la posibilidad de que existan reservas aún no descubiertas por el hombre. Hay recursos no biológicos que son renovables (por ejemplo, el agua) y recursos biológicos que son agotables (por ejemplo, los bosques vírgenes). El stock de recursos genéticos es agotable y no renovable, «ya que las especies pueden ser destruidas (y de hecho se están destruyendo en la actualidad a una velocidad alarmante), pero no podemos crearlas»  (25) .

2.  La disparidad de criterios respecto al concepto jurídico de medio ambiente

a)  Enfoque restringido

Entre las posiciones de carácter más restringido es necesario destacar a MARTÍN MATEO, como abanderado de la defensa medioambiental por el Derecho desde una orientación estricta, que considera en la conceptualización de medio ambiente a «aquellos elementos naturales de titularidad común y características dinámicas: en definitiva, el agua y el aire, vehículos básicos de transmisión, soporte y factores esenciales para la existencia del hombre sobre la tierra»  (26) . Concepto que limita sobre manera las actuaciones medioambientales, puesto que no se estima circunscritos al entorno ambiental el suelo y en gran medida el aire, de forma que la noción expuesta no atiende al equilibrio de los sistemas naturales con anterioridad expuesta. No obstante, se reconduce, por ejemplo, la lucha contra la erosión, la deforestación o el ruido hacia otros elementos como son el agua y el aire o, bien, a través de su introducción en políticas de ordenación y gestión del territorio.

No obstante, parece lógico agrupar la defensa del medio ambiente en torno a un conjunto de elementos que, de inicio, eran susceptibles de uso sin límite por las personas, «pero que, al transformarse en bienes comunes, se hallan bajo la amenaza de su continuidad por su aprovechamiento colectivo». Hay que destacar la fácil defensa que tiene esta posición, aún más desde los postulados concretos del ordenamiento jurídico tributario, aunque no entendemos por qué no se hace eco de elementos como el suelo, la fauna o la flora, unidos indudablemente al equilibrio de la biosfera, amenazados por un aprovechamiento continuado y, en consecuencia, dignos de tutela  (27) .

El Tribunal Constitucional toma como punto de partida los recursos naturales declarados, que no definidos o enumerados, en el art. 45 de la Constitución española para señalar el contenido de medio ambiente. El FJ 6.º propone, mediante una estructura sistémica, el soporte físico y los recursos naturales a él ligados como los factores ambientales, de la siguiente manera: «En definitiva, la tierra, el suelo, el espacio natural, como patrimonio de la Humanidad, produce unos rendimientos o “rentas”, los recursos, que son sus elementos y cuyo conjunto forma un sistema, dentro del cual pueden aislarse intelectualmente, por abstracción, otros subsistemas [...] así, el medio ambiente como objeto de conocimiento desde una perspectiva jurídica, estaría compuesto por los recursos naturales, concepto menos preciso hoy que otrora por obra de la investigación científica cuyo avance ha hecho posible, por ejemplo, el aprovechamiento de los residuos o basuras, antes desechables, con el soporte físico donde nacen, se desarrollan y mueren. La flora y la fauna, los animales y los vegetales y plantas, los minerales, los tres “reinos” clásicos de la naturaleza con mayúsculas, en el escenario que suponen el suelo y el agua, el espacio natural»  (28) .

El Tribunal Constitucional extiende aún más el concepto medioambiental al incorporar «otros elementos que no son naturaleza, sino Historia, los monumentos, así como el paisaje, que no es sólo una realidad objetiva sino un modo de mirar, distinto en cada época y cada cultura»; factores culturales y sociales; recursos, en definitiva, que, aunque distintos a los naturales y vitales, son enlazados y descritos con estas palabras: «ligado a todo lo inventariado está el paisaje, noción estética, cuyos ingredientes son naturales —la tierra, la campiña, el valle, la sierra y el mar- y culturales, históricos, con una referencia visual, el panorama o la vista, que a finales del pasado siglo obtiene la consideración de recurso, apreciado antes como tal por las aristocracias, generalizado hoy como bien colectivo, democratizado en suma y que, por ello, ha de incorporarse al concepto constitucional del medio ambiente»  (29) .

Sin embargo, otros autores, se mueven en parámetros ecológicos para rechazar elementos puramente tangenciales, que no se corresponden con las interacciones propias de los equilibrios naturales. Reconocen la relación del medio ambiente con otras muchas materias jurídicas y políticas, pero se muestran reacios a su inclusión en el concepto medioambiental por considerarlas perfectamente separables y, por tanto, defendibles dentro de sus propios ámbitos de actuación  (30) .

El amparo dentro del Derecho ambiental de otras materias conexas lo torna en inerte. «El problema que se nos plantea es el más clásico en la teoría del conocimiento: el panambientalismo, o la reconducción del todo a la unidad ambiental y, en nuestro caso, a su enfoque jurídico, produce confusión e inoperancia a los instrumentos vigentes en la actualidad»  (31) . El autor hace referencia a las corrientes doctrinales que propugnan un Estado ambiental, recordando que el derecho de la humanidad al medio ambiente es un derecho que necesita de los instrumentos eficaces que nuestra cultura jurídica puede proporcionar en la actualidad, reflexión que deseamos resaltar  (32) . En cualquier caso, no es menos cierto que el futuro de próximas generaciones se construye en el hoy, por lo que resulta de complicado discernimiento establecer qué acciones pueden y no pueden tomarse con demora  (33) .

b)  Enfoque extensivo

Desde el punto de vista del Derecho, es precisamente ese equilibrio ecológico del que hablábamos anteriormente el bien que se pretende proteger. Así, en el ámbito del Derecho penal, a pesar de no existir una referencia explícita al concepto de ambiente, se reconoce el equilibrio ecológico como bien jurídico autónomo susceptible de tutela  (34) . En este mismo sentido se manifiesta el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 102/1995, de 26 de junio, al afirmar, en el FJ 6.º, que el medio ambiente posee la dinámica de conjuntos, puesto que «no puede reducirse a la mera suma o yuxtaposición de los recursos naturales y su base física, sino un entramado complejo de las relaciones entre todos esos elementos que, por sí mismos, tienen existencia propia y anterior, pero cuya interconexión les dota de un significado trascendente, más allá del individual de cada uno».

A tenor de lo anterior, y bajo un prisma netamente ecológico, el concepto jurídico de ambiente supone la necesaria exclusión del término de otras acepciones y tipologías de ambiente, como son el ambiente construido por el hombre, el ambiente social, cultural, político o económico  (35) , que, en definitiva, queda conformado por los elementos materiales e in-materiales integrantes de un concepto, que pretende ser contrapuesto al de ecosistema, cual es el de ambiente artificial  (36) .

Por otro lado, la diferenciación entre ambiente natural y ambiente artificial, al menos en ocasiones, no resulta sencilla, sobre todo si se tiene en cuenta que el paisaje natural es el resultado de la acción modeladora del hombre a lo largo de la historia y que hoy prácticamente no existe la naturaleza en estado virgen. Esta precaución, sin embargo, no debe llevar a abstracciones fútiles que inutilicen el concepto de ambiente, ya que «ni el ambiente puede identificarse con la naturaleza en estado prístino, ni, tampoco, comprender todo lo que el hombre despliega sobre la tierra, incorporando sus modos de sociabilidad, de instalación urbana, de salud o de vida en general»  (37) .

Un significado más amplio se ofrece al indagar en el medio ambiente constitucional, en el que es posible contemplar «a todo el conjunto de condiciones externas que conforman el contexto de la vida humana». Dicha interpretación de medio ambiente apuesta por aunar el medio ambiente artificial, construido por el Hombre para satisfacer su sistema de necesidades, con los elementos físicos y biológicos de la naturaleza que interactúan según las reglas del equilibrio ecológico  (38) .

Equilibrio que, «debe darse no sólo entre los factores ambientales estrictos (los recursos naturales) sino también con otros elementos y bienes no ambientales como el desarrollo económico, el consumo, la contaminación inevitable, etc. El objetivo de ese equilibrio brinda a los seres humanos un entorno vital adecuado para el desarrollo de la persona y una mejora de la calidad de vida»  (39) .

En relación al derecho a un medio ambiente sano y saludable, su difícil identificación, puesto que se desconoce «con exactitud el conjunto de facultades constitutivas» de ese derecho. En su opinión, únicamente puede apreciarse con precisión una «dimensión axiológica finalista» que es la calidad de vida. Como resultado de la argumentación se asimila el derecho a la calidad de vida con el de disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, elevándose el derecho a la categoría de norma finalista que orienta todo el derecho normativo  (40) .

En definitiva, en el límite del enfoque extensivo del concepto de medio ambiente encontramos el derecho de todos a un medio ambiente entendido como aquella «asociación de elementos cuyas relaciones mutuas determina el ámbito y las condiciones de vida, reales o ideales de las personas y de las sociedades»  (41)  y cuya eje «es el equilibrio de sus factores, tanto estático como dinámico, en el espacio y en el tiempo»  (42) .

A mejor juicio, la definición de medio ambiente coincide con la definición de ecosistemas expuesta por HOLLING  (43) , con la salvedad de que el Hombre, aun siendo parte del ecosistema, es capaz de modelar la entropía presente en la dinámica de las cuatro funciones descritas mediante procesos de mayor sinergia, desplazando, e incluso eliminando, ciertos procesos inherentes, que no deseados, al desarrollo y evolución del ecosistema.

Hasta el momento, sólo nos hemos referido al aspecto conceptual de medio ambiente, llegando, a nuestro parecer, a la conclusión de que su estructura participa, cuando no coincide, con la noción de calidad de vida. «Para ello hemos de remontarnos a la calidad de vida como aspiración situada en primer plano por el Preámbulo de la Constitución, que en principio parece sustentarse sobre la cultura y la economía  (44) , aun cuando en el texto articulado se ligue por delante a la utilización racional de los recursos naturales y por detrás al medio ambiente con el trasfondo de la solidaridad colectiva  (45) . En suma, se configura un derecho de todos a disfrutarlo y un deber de conservación que pesa sobre todos, más un mandato a los poderes públicos para la protección (art. 45 CE). En seguida, la conexión indicada se hace explícita cuando se encomienda a los Poderes públicos la función de impulsar y desarrollar se dice, la actividad económica y mejorar así el nivel de vida  (46) , ingrediente de la calidad si no sinónimo  (47)  [...] lo que nos ha llevado a resaltar la necesidad de compatibilizar y armonizar ambos, el desarrollo con el medio ambiente»  (48) .

La noción de medio ambiente es entendida, cada vez por mayor número de autores, en su enfoque más amplio: crisol de un conjunto de derechos individuales y colectivos constitucionales. Esta nueva concepción, ha ido cristalizando a medida que evolucionaba la sensibilidad de las personas por el entorno que nos rodea, y en la medida en que aumenta la certidumbre de que su protección y desarrollo está ligado inseparablemente a otras facetas de la vida humana  (49) , también indispensables para el libre desarrollo de la personalidad (art. 10 de la CE).

B)  El medio ambiente en el art. 45 de la CE

La Constitución española  (50)  se refiere al medio ambiente como un derecho, al establecer en su art. 45  (51)  que «todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo»  (52) , estableciendo la obligación de que los poderes público velen  (53)  «por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva»  (54) . Por último, el apartado tercero establece consecuencias «para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado».

1.  Apartado primero de la CE: derecho a la calidad de vida

Merece la pena, antes de anticipar nuevas cuestiones y dada la importancia que merece el art. 45.1 de la Constitución española, recapitular sucintamente las posiciones doctrinales sobre el derecho subjetivo al medio ambiente, en el sentido de que los pronunciamientos al respecto son diversos  (55) ; para decidir, a continuación, sobre el grado de cumplimiento efectivo del mandato recogido en el precepto en estudio, es decir, sobre la eficacia pragmática de los valores constitucionales relativos al medio ambiente adecuado para el desarrollo personal o, lo que desde nuestra posición es similar, sobre la máxima de desarrollo sostenible  (56)  dirigido mediante el eje del principio quien contamina paga, que deben tutelar las políticas ambientales.

El interés constitucional al derecho de las personas al medio ambiente recogido en el apartado primero del art. 45 carece de eficacia normativa, como derecho inmediato alegable ante los Tribunales, y esto, por motivo del art. 53.3 de la CE  (57)  al que se encuentra subyugado  (58) . Pero «el art. 45.1 CE no es papel mojado y goza de eficacia normativa» distinta a la de los derechos fundamentales  (59) , en el sentido de configurar una expectativa jurídica cuya eficacia responde a la información legislativa, a la práctica judicial y a la actuación de los poderes públicos por ser «un principio rector, vinculante y decisivo»  (60)  de la política social y económica. Realidad que se corresponde con la de un interés objetivo «que, por mandato constitucional, han de proteger los poderes públicos para que lo disfruten los ciudadanos»  (61) ; pero no con la de un derecho subjetivo «de inmediato vinculante y preservado en su contenido esencial»  (62) .

La ubicación del medio ambiente dentro de los principios rectores de la política social y económica es precisamente uno de los argumentos que, en este caso ROSEMBUJ, utiliza para respaldar la opinión de que «sería un error interpretar que el art. 45 fija un mero principio programático desprovisto de efectos jurídicos, no vinculantes ni para el ciudadano ni para los poderes públicos»  (63) ; sino que, por el contrario, «el art. 45 no sólo es eficaz, sino que su texto normativo puede invocarse jurisdiccionalmente  (64) ».

El Tribunal Constitucional se ha referido al binomio formado por el art. 45 y el art. 53.3, por su carácter informador del derecho ambiental, y lo ha realizado desde dos ángulos. El primero está referido al momento de creación de la norma y a su efecto vinculante inmediato, al que el Tribunal Constitucional se refiere de la siguiente forma: el art. 45 «se incluye entre los “principios rectores de la política social y económica” (capítulo tercero del título primero, relativo a “derechos y deberes fundamentales”), cuyo reconocimiento, respeto y protección informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos»  (65) ; y el segundo, a su ejecución, sobre la que se pronuncia reconociendo que el art. 53.3 «impide considerar dicho principio como norma sin contenido y obliga a tenerlo presente en la interpretación tanto de las restantes normas constitucionales como de las Leyes»  (66) 

Los valores simbolizados en el bien ambiental presente en la Constitución no revelan un derecho de naturaleza subjetiva del ciudadano, sino que, por el contrario, significan una co-titularidad de situaciones de interés pronunciadas por una multiplicidad de individuos no identificados, gracias a la preexistencia de relaciones jurídicas respecto del bien  (67) . Así aparece recogido el derecho de las personas al medio ambiente en «la mayoría de los ordenamientos actuales»  (68)  como un amplio conjunto de intereses y/o bienes de naturaleza jurídica que encuentran la tutela del Estado en lo particular y no «como una categoría jurídica específicamente considerada»  (69) .

En consecuencia, será la voluntad del legislador la que forjará la concreción definitiva de las actuaciones medioambientales, dentro del amplio abanico de contingencias que posibilita la tutela de su ejecución  (70) , asociadas, por lo general, al desarrollo de los derechos fundamentales  (71) . En esta dirección, se puede reconocer en el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, o en el derecho fundamental a gozar de cierta calidad de vida, una norma finalista que impregna y guía a todo el entramado constitucional  (72) .

2.  Apartado segundo de la CE: calidad de vida y desarrollo sostenible

El mandato constitucional resulta globalizador, «los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales», renovables o no renovables, a través del desarrollo de cualquiera de sus funciones y de los efectos que de ellas dimanen. El bien ambiente no sólo está presente en cualquiera de las actividades o políticas sino que, además, debe estarlo en cualquiera que fueran las manifestaciones del poder público del Estado, de las Comunidades Autónomas o de los Entes Locales. Resulta fácil advertir el paralelismo con el art. 130 del Tratado de la Unión Europea  (73)  que, con la misma verticalidad, impregna toda la política comunitaria dotándola de una cualidad omnímoda respecto del bien ambiental.

El derecho medioambiental es concebido en nuestra Constitución, en su art. 45, como un derecho social, independiente del derecho a la salud, la propiedad... Y considerado desde una perspectiva colectiva  (74) . En definitiva, el bien ambiental deja de tener sentido como interés difuso —es decir, como derecho de todas las personas- para definirse desde la propiedad de múltiples sujetos con intereses legítimos  (75) .

A pesar de la importancia que supone la incorporación del medio ambiente como bien jurídico objeto de tutela, «el alcance y los medios para su protección no quedaron claros en la Constitución y el legislador ordinario tampoco ha despejado las dudas interpretativas que un precepto, como el art. 45 de la CE plantea»  (76) . La falta de caracterización jurídica de términos como «medio ambiente» o «calidad de vida», motivo por el cual la doctrina lo tilda de genérico, «entorpecen la tarea clarificadora de los juristas y menoscaban la proyección en la vida nacional de lo dispuesto en el art. 45 precitado»  (77) . Efectivamente, la norma constitucional tolera demasiadas dudas sobre lo que debe entenderse por medio ambiente, legando débiles posibilidades a la vía pragmática de su defensa  (78) .

No obstante, el uso racional «de todos los recursos naturales»  (79) , dirigidos a su conservación y aprovechamiento sostenible, obliga a la función pública  (80)  a orientar sus potestades en pos de limitar actitudes y consumos irracionales  (81) . En este punto deberemos retomar lo dicho hasta el momento sobre la falta de caracterización jurídica de ciertos términos, ahora en relación a otra cuestión también polémica, el concepto constitucional de «utilización racional», que no pondera, a priori, el uso justo que debe darse a la naturaleza. La justa medida deberá venir de la mano interpretativa, en virtud del aliento aportado a la consecución de otros principios y fines.

El Tribunal Constitucional en Sentencia 227, de 27 de noviembre de 1998, sostiene que él «sólo puede respaldar aquellas interpretaciones que razonablemente permitan cumplir dicho mandato y alcanzar los objetivos de protección y mejora de la calidad de vida y defensa y restauración del medio ambiente a los que aquél está inseparablemente vinculado», dejando la duda, en nuestra opinión, del límite jurídico que separa lo razonable de lo irracional; pero decantándose por fijar como objetivos últimos la calidad de vida y el medio ambiente, a conseguir, mediante el uso racional de los recursos naturales. En consecuencia, la relación directa que une el fin desconocido, por inconcluso, con el medio para lograrlo, hace que nos planteemos, sino es este último, en definitiva, el fin a conseguir, el uso racional de los recursos naturales, por cuanto únicamente de su concreción será posible inferir y estimar la categoría alcanzada en el derecho deber de todos a un medio ambiente, que satisfaga un nivel de calidad de vida adecuado para el desarrollo de las personas.

El perfil de la solución, es decir, el uso sostenible de los recursos naturales, no es único, al igual que no lo son las aristas que presenta el problema ambiental  (82) . No obstante, los poderes públicos deben articular instrumentos y facilitar los medios que comprometan y/o apoyen las actitudes de los agentes económicos (productores, consumidores, propietarios), en la directriz de un gobierno responsable con el ambiente  (83) .

Estas posibilidades no se muestran en ningún caso cargadas de una conducta discrepante, más bien todo lo contrario, el empleo conjunto de ambas medidas muestra signos de un nivel de eficacia superior. Sin embargo, la administración eficiente de los recursos naturales si apela, inevitablemente, a vincular el enfoque del discurso desde la perspectiva de la internalización de costes. Las externalidades negativas, significadas en los gastos necesarios en materia de prevención, control y daños derivados de la contaminación, deben ser asumidas por los agentes económicos —productores y consumidores- causantes del proceso contaminador. La internalización de los costes supone dejar de contaminar o hacer frente al precio de unos bienes escasos y de titularidad común, cuya utilización impone, en consecuencia, un valor de mercado.

El Estado, en definitiva, protege la racionalidad económica del bien ambiental de manera directa, cuando se sirve del poder legislativo, reglamentario o administrativo, o bien gracias al ejercicio de instrumentos económicos  (84) . Ambas posibilidades están destinadas a ajustar en el mercado (vía sistema de precios) el mandato ambiental, en el intento de cubrir, al menos, un porcentaje de las externalidades negativas, de forma que el coste de las mismas recaiga sobre sus productores  (85) .

Por otro lado, el coste del medio ambiente se sufraga mediante «la indispensable solidaridad colectiva», siguiendo el tenor del art. 45.2, lo que posee un significado que se nos antoja señala varias direcciones: solidaridad temporal, para con las generaciones futuras; solidaridad entre las naciones y las regiones, que fija un componente espacial; e incorporación de la ciudadanía, habilitando la participación social y solidaridad económica.

El ejercicio de la tutela estatal  (86) , destinada a conservar y preservar el ambiente y sus recursos naturales, significa básicamente facilitar los medios y concertar los instrumentos posibilitadores de desarrollo sostenible  (87) . En este sentido, y puesto que nos concierne a todos, la financiación debe articularse a través del gasto público  (88)  y/o desde la disposición a internalizar las externalidades no deseadas por la sociedad  (89) . Parece justo aceptar que quien contamina pague el coste de repercusión ambiental y lo haga en función del nivel del daño efectuado  (90) .

A nuestro parecer, la acción pública queda encomendada, por el art. 45, a promocionar un modelo de desarrollo que viabilice la consecución de los cuatro fines enumerados en el apartado segundo  (91) : «proteger y mejorar la calidad de vida y defender y restaurar el medio ambiente»  (92) ; que, como expusimos anteriormente, es posible reconducir y observar en el concepto general de calidad de vida  (93) . Desde una dimensión funcional, el Tribunal Constitucional se dirige a la protección, conservación y mejoramiento del medio ambiente y a los instrumentos de protección, de la siguiente manera: «La protección consiste en una acción de amparo, ayuda, defensa y fomento, guarda y custodia, tanto preventiva como represiva, según indica claramente el texto constitucional tanta veces mencionado en su último párrafo, acción tuitiva en suma que, por su propia condición, se condensa en otro concepto jurídico indeterminado cuya concreción corresponde tanto a las normas como a las actuaciones para su cumplimiento»  (94) ; lo que nos reafirma en nuestra posición de encontrarnos ante la indeterminación del objetivo a alcanzar y de los mecanismos, represivos y/o preventivos, concretos de actuación a utilizar, a priori, en cada situación. En consecuencia, el mandato constitucional puede describirse como único, globalizador y trasversal, aunque indeterminado  (95) .

3.  Apartado tercero de la CE: la restauración del medio ambiente como instrumento preventivo

Nuestra carta magna constituye la defensa del medio ambiente como función pública, traslada al Estado el deber de velar por el cumplimiento de este derecho legítimo, estableciendo políticas estructurales ambientales y técnicas de actuación correctora y preventiva. El mismo artículo establece una cláusula indemnizatoria de restitución y prevención del mal ambiental como contribución al gasto público, en la que puede leerse la doctrina del principio «quien contamina paga»  (96) .

En referencia a lo dispuesto en el apartado tercero del art. 45 de la CE, tanto la doctrina como los expertos en la materia ambiental consideran preferible, frente a aquellos otros de naturaleza represiva, acometer la defensa del medio ambiente con instrumentos de prevención  (97) . No obstante, dicho artículo hace mención explicita a las «sanciones penales o, en su caso, administrativas» en los supuestos en los se produzcan lesiones ambientales, remitiéndose para su aplicación «a los términos que la ley fije».

La mayoría de la doctrina se muestra también unánime al considerar, no obstante, que la sanción posee «un efecto preventivo que debe destacarse, dado que las lesiones del medio ambiente pueden ser irreparables e irreversibles»  (98) . Efectivamente, este tipo de medidas pueden también cumplir una función preventiva, mediante la disuasión que su amenaza genera sobre los sujetos, tanto desde una vertiente penal como administrativa.

El perjuicio causado por el hombre a alguno de los componentes del equilibrio del ecosistema procede sancionarse administrativamente a través de la legislación sectorial pertinente. El proceso administrativo, tanto de forma recíproca como reflexiva, puede enfrentar a la Administración como a los particulares entre sí y, exigir, además de la multa y/o cualquier otro tipo de sanción que corresponda, «la reparación del daño causado».

En la exigencia jurídica que reclama la reparación de los daños y perjuicios o, la restitución de la cosa a su estado anterior, se acierta a vislumbrar el principio contaminador-pagador, expresión consolidada en supuestos de responsabilidad civil por culpa o negligencia o en la cobertura global del daño ambiental potencial, en caso de responsabilidad objetiva.

En mayo de 1993, la Comisión de la Comunidad Europea presenta una comunicación con el título Libro Verde sobre reparación del Daño Ecológico, donde se recoge los diferentes tipos de responsabilidad y técnicas de reparación. La Comisión, después de examinar los sistemas de responsabilidad existentes en los Estados miembros, propone desplegar un programa mixto que incluya la responsabilidad objetiva para actividades que incorporen riesgos específicos, responsabilidad civil, para daños de carácter indeterminado que admitan prueba de culpa o negligencia, y dotación de fondos de indemnización que cubran la restauración del ambiente en los casos en que no quepa imputación del perjuicio a un particular  (99) .

Aunque las trazas que presenta la comunicación ocasiona que el sistema propuesto se tilde de excesivamente amplio y, en consecuencia, caro para la economía, no debe menospreciarse el incremento y mejora de la gestión de riesgos y la seguridad jurídica que incorpora, en concreto a la empresa. La aplicación del principio quien contamina paga puede verse favorecido por este régimen, al fomentar que los riesgos sujetos a cierto tipo de actividades económicas sean soportados por los titulares de las mismas, posibilitando que pueda integrarse la dimensión ambiental en la estrategia de la empresa.

Después de todo lo expuesto no procede señalar como sanción o, parte de la misma, la obligación de reparar el mal causado  (100) ; o, vincular exclusivamente al Derecho penal y administrativo esta vertiente reparadora que, indudablemente, sí se halla anexionada al principio quien contamina paga. De hecho nos parece, en consecuencia, que la conjunción de la sanción y de la exigencia de reparar el daño causado a través de instrumentos preventivos debe constituirse en la primera medida (que no la única) a considerar en la defensa del medio ambiente, en el sentido de presentar un marco jurídico para todos, que disuada conductas medioambientalmente incorrectas.

Los argumentos expuestos deben interpretarse con base en la necesaria solidaridad colectiva a la que atiende el bien ambiental. En consecuencia, la restauración del daño causado por el hombre, no debe presentarse con el perfil sancionador de la disciplina penal o administrativa sino, desde la necesaria colaboración de todos. La categoría del problema alcanza tal magnitud que resulta inútil imputaciones aisladas e individuales. Las soluciones, ni radican únicamente en la articulación de mecanismos de responsabilidad objetiva ni pertenece exclusivamente al agente contaminador toda la responsabilidad, el daño no puede imputarse a unos pocos sino que necesita del gasto público para su sostenimiento, es decir, del compromiso del conjunto de la sociedad, del reconocimiento de responsabilidad de todos  (101) .
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	En el Fundamento Jurídico 4.º de la Sentencia del Tribunal Constitucional 102, de 26 de junio de 1995, para perfilar el concepto jurídico se parte de las definiciones de medio y ambiente recogidas en el Diccionario de la Real Academia Española, y que son las siguientes: medio se define «como el conjunto de circunstancias culturales, económicas y sociales en que vive una persona o un grupo humano», mientras que ambiente «comprende las condiciones o circunstancias de un lugar que parecen favorables o no para las personas, animales o cosas que en el están».


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Existe general coincidencia en que la expresión medio ambiente empleada en nuestra legislación es redundante. En este sentido, por ejemplo, NIETO NÚÑEZ: La Ley del solar común (derecho medioambiental), ed. Colex, Madrid (1993), pág. 43, señala que «la crítica más decidida es la relativa a la redundancia que implica la locución medio ambiente, puesto que el ambiente no es otra cosa que un medio».


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Sobre estas cuestiones se expresa el Tribunal Constitucional en la STC 64/1982, de 4 de noviembre (FJ 5.º), de la siguiente manera: «Éste es el caso del medio ambiente que gramaticalmente comienza con una redundancia y que, en el lenguaje forense, ha de calificarse como concepto jurídico indeterminado con un talante pluridimensional y por tanto interdisciplinar». Publicada en el BOE 10-12-1982.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	Sobre el concepto de medio ambiente, pueden consultarse, entre otros: GEORGE, P.: El medio ambiente, ed. Oikos-Tau, Barcelona (1972), págs. 8 y ss.; RODRÍGUEZ RAMOS, L.: «Instrumentos jurídicos preventivos y represivos en la protección del ambiente», Documentación Administrativa, núm. 190 (1981), págs. 457-485; MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, vol. I, ed. Trivium, Madrid (1991), págs. 88 y ss.; BELTRÁN.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	DE PRADA GARCÍA, A.: «La protección fiscal del medio ambiente. Aspectos económicos y jurídicos», op. cit., pág. 20.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Sobre el concepto de calidad de vida, puede consultarse a MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., págs. 84 y ss.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	JAQUENOD DE ZSÖGÖN, S. entiende por ambiente «la síntesis histórica de las relaciones de intercambio entre sociedad y naturaleza en términos de tiempo y espacio» y delimita el concepto al referirse a él como que no es neutro ni abstracto, que «se presenta como una realidad histórica, puesto que el ambiente y todas sus connotaciones jurídicas, entra a la historia con el hombre, desde el momento que éste toma conciencia de su existencia y de los diferentes bienes naturales que le pueden ser útiles, para satisfacer sus necesidades». En El derecho ambiental y sus principios rectores; 3.ª edición, Ed. Dykinson, Madrid (1991), págs. 55, 81 y 82.
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	 (8) 

	La Declaración de Río de Janeiro sobre el medio ambiente y el desarrollo reconoce «la naturaleza integral e interdependiente de la Tierra», para a continuación, en su Principio primero, recordar que la esencia de la declaración sólo tiene sentido si el Hombre se erige en eje de dicha aseveración, y lo hace de la siguiente manera: «Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible». La Declaración de Río, mantiene una línea continuista con la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre medio ambiente humano, celebrada en Estocolmo en junio de 1972. Una evolución de los principios ambientales recogidos en las declaraciones de carácter internacional, véase a GONZÁLEZ IGLESIAS, M. A.: «El cambio climático, la Convención Marco de las Naciones Unidas y el Protocolo de Kioto», Noticias de la Unión Europea, núm. 258 (2006).
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	 (9) 

	Como síntesis de las definiciones del Diccionario de la Real Academia Española, la STC 102/1995 (FJ 4.º), considera que el medio ambiente «consiste en el conjunto de circunstancias físicas, culturales, económicas y sociales que rodean a las personas ofreciéndoles un conjunto de posibilidades para hacer su vida», añadiendo que «es un concepto esencialmente antropocéntrico y relativo» (en referencia al concepto de ambiente). «No hay ni puede haber una idea abstracta, intemporal y utópica del medio, fuera del tiempo y del espacio. Es siempre una concepción concreta, perteneciente al hoy y operante aquí».
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	 (10) 

	MORENO TRUJILLO, E., se refiere a la capacidad del medio ambiente al cambio, como si de un ser vivo se tratara. Este continuo proceso de adaptación y transformación se realiza mediante la absorción de nuevos elementos y el desecho de antiguos. En La protección jurídico-privada del medio ambiente y la responsabilidad de su deterioro, op. cit. 
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	MORENO TRUJILLO, E.: La protección jurídico-privada del medio ambiente y la responsabilidad de su deterioro, op. cit., pág. 33.
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	 (12) 

	
Posición que el propio Profesor, pionero del Derecho ambiental en España, califica como minoritaria.

Según el autor, el ambiente comprende «aquellos elementos naturales de titularidad común y de características dinámicas: en definitiva, el agua y el aire, vehículos de transmisión, soporte y factores esenciales para la existencia del hombre sobre la tierra». MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., págs. 86 y ss. y pág. 108.
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	 (13) 

	Publicada en el BOE 31-07-1995.
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	 (14) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, ed. Marcial Pons, Madrid (1995), pág. 9.
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	 (15) 

	«Porque si no evolucionan las formas jurídicas para dar al Derecho la agilidad necesaria, la carencia de tal rapidez de adaptación le resta eficacia, ya que las mutables circunstancias de cada día, el saber técnico que se exige para regularlas y la necesidad de actuar aceleradamente en las mismas son las características que definen la normación de las relaciones socio-económicas». LASARTE ÁLVAREZ, J.: «Sobre los principios del ordenamiento tributario y la política fiscal seguida en relación con el desarrollo del sector industrial», Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública, núm. 78 (1968), pág. 1294.
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	 (16) 

	En 1868, HAECKEL, E., introduce el concepto en su libro: Historia de la creación natural o doctrina científica de la evolución, ed. De Medina, Madrid (1878).
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	 (17) 

	Tomada de COSTANZA, R., CUMBERLAND, J., DALY, H., GOODLAND, R. y NORGAARD, R.: Economía Ecológica, ed. Compañía Editorial Continental, S.A. (1999), pág. 41.
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	 (18) 

	En este sentido, se entiende por ecosistema una unidad topográfica habitada por plantas, animales y microorganismos que viven en comunidades biológicas y que interactúan unos con otros y con el ambiente físico y químico, con ecosistemas adyacentes y con la atmósfera, cuya estructura y funcionamiento son mantenidos por retroalimentaciones sinérgicas entre los organismos y su medio ambiente.
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	 (19) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., pág. 12.
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	 (20) 

	HOLLING, C. S.: «Simplifying the complex: The paradigms of ecological function and structure», European Journal of Operational Research, núm. 30 (1987), págs. 139-146. Tomado de COSTANZA, R.; CUMBERLAND, J.; DALY, H.; GOODLAND, R. y NORGAARD, R.: Economía Ecológica, op. cit., pág. 102.
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	 (21) 

	En este sentido se manifiesta la jurisprudencia italiana refiriéndose al ambiente como «bien inmaterial unitario, aunque formado por varios componentes, cada uno de los cuales puede, asimismo, constituir, aislada y separadamente, objeto de cuidado y de tutela». Corte Costituzionale, 30 de diciembre de 1987, núm. 641.
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	 (22) 

	REED, W. J.: «Una introducción a la economía de los recursos naturales y su modelización», en AA.VV.: Análisis económico y gestión de recursos naturales, ed. Alianza Editorial, Madrid (1994), pág. 19.
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	 (23) 

	LLENA MACARULLA, F.: La contabilidad en la interacción empresa-medio ambiente. Su contribución a la gestión medioambiental; Tesis Doctoral. Universidad de Zaragoza (1999), pág. 21.
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	 (24) 

	Ibídem, pág. 19.
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	 (25) 

	REED, W. J.: Análisis económico y gestión de recursos naturales, op. cit., pág. 19.
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	 (26) 

	MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., págs. 86 y ss.
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	 (27) 

	Al respecto, léase a ROSEMBUJ, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., pág. 18.
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	 (28) 

	STC 102/1995, de 26 de junio de 1995.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	STC 102/1995, Fundamento Jurídico 6.º.
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	 (30) 

	LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al Medio Ambiente adecuado y a su protección», Revista Electrónica de Derecho Ambiental, núm. 3 (1999), en el tercer epígrafe. En http://www.cica.es/aliens/gimadus/03/decrechos.htm/.
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	 (31) 

	LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al Medio Ambiente adecuado y a su protección», op. cit., epígrafe tercero.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al Medio Ambiente adecuado y a su protección», op. cit., epígrafe tercero.
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	 (33) 

	Añade el autor, no obstante, «sin perjuicio de que el debate sobre la necesidad de un nuevo ordenamiento social-ambiental se siga realizando». LOPERENA ROTA, D.: «Los derechos al Medio Ambiente adecuado y a su protección», op. cit., epígrafe tercero.
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	 (34) 

	BACIGALUPO hace referencia a la conservación del ambiente como el «mantenimiento de las propiedades del suelo, el aire y el agua, así como de la fauna y la flora, y las condiciones ambientales de desarrollo de las especies, de tal forma que el sistema ecológico se mantenga con sus sistemas subordinados y no sufra alteraciones perjudiciales». BACIGALUPO ZAPATER, E.: «La instrumentación técnico legislativa de la protección penal del medio ambiente», Estudios Penales y Criminológicos, vol. V (1982), págs. 200-201.
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	 (35) 

	PÉREZ LUÑO, A. E. considera el medio ambiente constitucional en un contexto mucho más amplio, en el que es posible contemplar cualquier tipo de «condiciones externas que conforman el contexto de la vida humana». En «Artículo 45. Medio Ambiente», en AA.VV.: Comentarios a las leyes políticas, vol. I, ed. Edersa, Madrid (1984), págs. 260 y ss.
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	 (36) 

	En Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 102/1995, de 26 de junio, se concluye: «el medio ambiente, como objeto de conocimiento desde una perspectiva jurídica, estaría compuesto por los recursos naturales, entre los que tradicionalmente se incluyen la flora la fauna y los tres reinos clásicos de la naturaleza con mayúsculas (el suelo, el aire, y el agua) y a los que se han venido incorporando otros elementos que no son naturaleza como el patrimonio histórico-artístico y el paisaje». En este sentido se pronuncia también MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., pág. 108.
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	 (37) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., págs. 16 y 17. En esta misma línea, no debe observarse la identificación del patrimonio histórico-artístico y de los bienes culturales como factor ambiental, «porque dilatan innecesariamente el propio concepto de ambiente [...] Con igual criterio resulta necesario excluir el urbanismo y la ordenación del territorio de la noción estricta de ambiente».


	 Ver Texto 




	 (38) 

	PÉREZ LUÑO, A. E.: «Artículo 45. Medio Ambiente», op. cit., págs. 260 y ss.


	 Ver Texto 




	 (39) 

	CANOSA USERA, R.: La protección fiscal del medio ambiente. Aspectos económicos y jurídicos, op. cit., págs. 75-76. Véase, sobre la expresión calidad de vida, PÉREZ LUÑO, A. E.: «Artículo 45. Medio Ambiente», op. cit., pág. 262.


	 Ver Texto 




	 (40) 

	«Aspectos constitucionales y comunitarios de la tributación ambiental (especial referencia al impuesto sobre el dióxido de carbono y sobre la energía)», op. cit., pág. 468.
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	 (41) 

	El TC se refiere a la definición contenida en la Communication de la Commission au Conseil pour un programme des Communautés européennes en matière d environnement (DO C 52 de 26 de mayo de 1972).


	 Ver Texto 




	 (42) 

	STC 102/1995, FJ 6.º.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	Véase el anterior epígrafe 1.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	«Promover el progreso de la cultura y de la economía para asegurar a todos una digna calidad de vida».


	 Ver Texto 




	 (45) 

	El Tribunal Constitucional se refiere a la dimensión sustantiva de medio ambiente. STC 102/1995, FJ 4.º.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Art. 130.1 de la CE: «Los poderes públicos atenderán a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos [...] a fin de equiparar el nivel de vida de todos los españoles».


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Posición en la que el Tribunal Constitucional refrenda la doctrina establecida en la STC 64/1982, de 4 de noviembre, en la que se hace deudores a los poderes públicos de compatibilizar desarrollo económico y mejora del nivel de vida.
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	 (48) 

	STC 102/1995, FJ 4.º.


	 Ver Texto 




	 (49) 

	En una visión ecuménica, el medio ambiente podría constituir un entramado de múltiples derechos reconocidos a las personas: derecho a la protección de la salud (art. 43 de la CE), a la cultura (arts. 44 y 46 de la CE, respectivamente), derecho al trabajo (arts. 35 y 40 de la CE, respectivamente), a una vivienda digna (art. 7 de la CE) y, en general, de todos aquellos intereses que afectan a la calidad de vida, como los relacionados con la economía y las libertades ciudadanas. Una visión sistémica de la CE, desde la óptica del art. 45 de la CE, consúltese PÉREZ LUÑO, A. E., «Artículo 45. Medio ambiente», op cit., pág. 262.
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	 (50) 

	La preocupación por el medio ambiente ha llevado a que legisladores de múltiples países lo consideren como un bien jurídico digno de protección. La Constitución italiana de 1947 y la Ley Fundamental de Bonn de 1949 ya situaban en un lugar destacado la conservación medioambiental y, ni que decir tiene, constituciones más recientes han ubicado la protección del medio ambiente entre sus principios constitucionales de mayor importancia: Constitución española de 1978 (art. 45), Constitución griega de 1975 (art. 24) o Constitución lusa de 1976 (art. 66), por citar algunos ejemplos. Para una mayor profundización sobre el particular, consúltese: VELASCO CABALLERO, F.: «Protección del Medio Ambiente en el constitucionalismo europeo», op. cit., págs. 183-190.
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	 (51) 

	Nuestro texto constitucional recoge los Derechos Fundamentales en el Capítulo II del Título I, por lo que el derecho a un medio ambiente adecuado del que nos habla el art. 45 de la Constitución española queda encuadrado dentro de los Principios Rectores de la Política Social y Económica. Además, la CE también habla de medio ambiente cuando establece las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas y aquellas otras de competencia exclusiva del Estado, en los arts. 148 y 149.
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	 (52) 

	Apartado primero del art. 45 de la CE.


	 Ver Texto 




	 (53) 

	Una vez reconocido el derecho soberano de los Estados para aprovechar los recursos nacionales según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, el Principio segundo de la Declaración de Río, también declara responsables a los Estados «de velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente de otros Estados».
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	 (54) 

	
Apartado segundo del art. 45 de la CE. A título de ejemplo cabe citar: Ley 4/1989, de 27 de marzo, de conservación de los espacios naturales y de la flora y fauna silvestres, Ley 20/1986, de 14 de mayo, básica de residuos tóxicos y peligrosos, Ley 38/1972, de 22 de diciembre, de Protección del Ambiente Atmosférico, Real Decreto Legislativo 1302/1986, de evaluación de impacto ambiental y las sentencias del Tribunal Constitucional 64/1982 y 227/1998.

GALLEGO GREDILLA, J. A.: «Medio ambiente y Ecología», en AA.VV.: El Sector Público en las Economía de Mercado, ed. Espasa Calpe, S.A., Madrid (1979), pág. 301, considera que la protección medioambiental en España se remonta a épocas anteriores, coincidentes con los grandes acontecimientos internacionales sobre medio ambiente de la década de los setenta. Como prueba de ello es posible citar: la Ley de Protección del Ambiente Atmosférico de 1972, la Ley de Espacios Naturales Protegidos de 1975 y la Ley de Residuos Sólidos Urbanos de 1977.



	 Ver Texto 




	 (55) 

	Puesto que no es labor que deseemos acometer en el presente trabajo, la sistematización de la amplia gama de posicionamientos a los que ha dado lugar las interpretaciones de los pronunciamientos recogidos en el art. 45 de la CE, nos ayudaremos del estupendo resumen realizado por IBÁÑEZ MÉNDEZ, I. para dejar constancia de dichas perspectivas. Su síntesis comienza de la siguiente manera: «así algunos los configuran como un interés difuso, caracterizado por imprecisión objetiva, subjetiva y formal» (refiriéndose a ALMAGRO NOSETE). «Otros entienden que son intereses colectivos y por tanto no pueden ser considerados como derechos», siguiendo a pie de página. «Son muchos los que niegan la consideración de derecho subjetivo. Por ejemplo Atienza, considera que ninguno de los derechos contenidos en el bloque del Capítulo III, son derechos. Garrido Falla, negaba incluso el carácter normativo de esta parte de la Constitución. Escribano Collado y López González, consideran que el artículo más que a reconocer un derecho, está orientado a imponer la obligación a los poderes públicos de mantener un Medio Ambiente adecuado. Larrumbe Biurrum lo considera un principio informador, cuya efectividad y cristalización concreta corresponden al Estado. Martín Mateo critica al sistema establecido en la Constitución, ya que la flexibilidad con la que ha sido redactado implica la imposibilidad de extraer un significado claro. Muestra la asimetría que existe entre los derechos ambientales y los subjetivos, de corte netamente individual y atrópico, frente a los derechos colectivos y naturistas ambientales. Cabanillas Sánchez, lo considera como un interés legítimo, y considera que el carácter relativo y variable del mismo no permite reconocer un auténtico derecho subjetivo. López Menudo reconoce el carácter de cuasi derecho al art. 45, pero la imposibilidad de alegarlo ante los Tribunales le resta efectividad como derecho subjetivo. Las consecuencias de negar el carácter de derecho subjetivo son la eficacia mediata y las menores garantías para su defensa; las consecuencias positivas, son la necesidad de promulgar leyes para su defensa, declarando nulas aquellas que sean contrarias a su contenido, así como los reglamentos que nieguen de alguna forma su contenido, principio interpretativo y lo más importante de todo imponen a los poderes públicos el despliegue de la acción administrativa prestacional». En lo tocante a los posicionamientos respecto a la del derecho al medio ambiente «nos encontramos con Delgado Piqueras, el cual lo considera como un derecho subjetivo de naturaleza constitucional, de configuración legal y de protección judicial ordinaria. Fernández Rodríguez afirma que por su ubicación sistemática no es un derecho subjetivo en sentido estricto, pero una vez realizada la concreción por el legislador ordinario no se le puede negar dicho carácter. Bassols Coma, se expresa en términos muy parecidos, aunque añade el carácter modular de estos derechos. Rodríguez Ramos considera que la menor protección que se le otorga al art. 45, negando por ejemplo el amparo, no es óbice para dejar de considerarlo un derecho, este es el caso del derecho de propiedad y a nadie se le ocurre negar su consideración como derecho. Pérez Luño, considera que el derecho al Medio Ambiente es un derecho fundamental de dimensión Erga Omnes, operando su tutela ante los poderes públicos y ante los particulares, sin que el art. 53 niegue su posibilidad de alegación. Prieto Sanchís considera el derecho del Medio Ambiente como un derecho reaccional o impugnatorio». En «Los poderes públicos y la defensa del medio ambiente», Observatorio medioambiental, núm. 6 (2003), págs. 54, 55 y 56, en http://www.ucm.es/BUCM/revistas/cca/11391987/articulos/OBMD0303110045A.PDF/.
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El Principio primero de la Conferencia de Estocolmo así lo declara: «El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras». El principio, es considerado por MARTÍN MATEO como digno de constituir el preámbulo de casi cualquier constitución (MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., págs. 80 y ss.).

Con posterioridad, la noción de desarrollo sostenible se recogerá de manera constante en todos los eventos internacionales relacionados con la materia, entre los que destacamos por su importancia, la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Conferencia de Río), donde se alude al concepto de forma directa en los Principios primero, segundo y tercero. El Principio cuarto considera que, para lograr el desarrollo sostenible, «el medio ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada». En una senda caracterizada por la conexión entre economía y ecología, la Conferencia adopta otros instrumentos internacionales como: la Declaración de Río, el Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, el Convenio sobre Diversidad Biológica, la Declaración sobre Bosques y la Agenda 21.
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	 (57) 

	«El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo 3.º informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen».
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	Véase a BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 45, y la bibliografía citada.
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	 (59) 

	SERRANO MORENO, J. L.: Ecología y Derecho: Principios de Derecho Ambiental y Ecología Jurídica, ed. Editorial Comares, Granada (1992), pág. 131.


	 Ver Texto 




	 (60) 

	BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 45.
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	 (61) 

	BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 42.
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	 (62) 

	BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 42.
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	 (63) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., pág. 28. El autor precisa en la página siguiente, que la argumentación esgrimida para declarar la aplicación inmediata del art. 45 es válida para aceptar el efectivo valor normativo del Capítulo 3.º de la CE.
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	 (64) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., págs. 28 y ss., respalda tales afirmaciones en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 30 de noviembre de 1990; aunque existen otros referentes, del mismo Tribunal, en contra. Por ejemplo, la Sentencia de 6 de julio de 1984 determina que el derecho medioambiental únicamente puede alegarse a tenor de las leyes que lo desarrollan.
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	 (65) 

	STC 64/1982, FJ 2.º.
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	 (66) 

	STC 19/1982, de 5 de mayo, FJ 6.º. Publicada en el BOE 18-05-1982.
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	 (67) 

	SERRANO MORENO, J. L.: «Ecología y Derecho: Principios de Derecho Ambiental y Ecología Jurídica», op. cit., págs. 133 y ss. CARAVITA, B.: Diritto pubblico dell´ambiente, ed. Il Mulino. Bologna (1990), pág. 279.
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	 (68) 

	JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, J.: El tributo como instrumento de protección ambiental, ed. Comares, Granada (1998), pág. 48.
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	 (69) 

	Bienes jurídicos entre los que cita el derecho a la salud, a la integridad física y a la propiedad. JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, J.: El tributo como instrumento de protección ambiental, op. cit., pág. 48.
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	 (70) 

	En este sentido se pronuncian BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R. («Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 46), haciendo también referencia a «otros principios constitucionales no menos ambiguos, como el de la igualdad sustancial o el de calidad de vida».
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HERRERA MOLINA, P. M. y SERRANO ANTÓN, F. consideran el derecho al medio ambiente ajeno a la eficacia positiva directa que otros autores le otorga, y ello, en virtud del art. 53.3 de la CE; aunque interpretan un tipo de «eficacia negativa en cuanto proscribe los actos de los poderes públicos que manifiestamente lo desconozcan o sean contrarios a los valores en él consagrados». En «Aspectos constitucionales y comunitarios de la tributación ambiental (especial referencia al impuesto sobre el dióxido de carbono y sobre la energía)», op. cit., pág. 466.

Al respecto puede consultarse PÉREZ LUÑO, A. E.: «Artículo 45. Medio Ambiente», op. cit., pág. 265.

SERRANO MORENO, J. L. no alberga dudas sobre la naturaleza jurídica de norma que ostenta el art. 45 de la CE, en atención a que es tanto alegable como aplicable ante los Tribunales, posee, aunque de forma incompleta, estructura de norma jurídica y por razón de que el precepto funciona. Y funciona en el sentido de ser tenido en cuenta por las autoridades públicas, junto a otros instrumentos, en la corrección de los desequilibrios del mercado. En Ecología y Derecho: Principios de Derecho Ambiental y Ecología Jurídica, op. cit., págs. 133 y ss.



	 Ver Texto 




	 (72) 

	PÉREZ LUÑO, A. E. pone de manifiesto la tela de araña que entreteje las disposiciones recogidas en el 45 de la CE con otros preceptos constitucionales, en «Artículo 45. Medio ambiente», op cit., pág. 262.


	 Ver Texto 




	 (73) 

	«Las exigencias de la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la realización de las demás políticas de la comunidad», artículo sexto después de la reforma llevada a cabo por el Tratado de Ámsterdam.


	 Ver Texto 




	 (74) 

	Al respecto, LÓPEZ RAMÓN señala que pese a que no se reconozca propiamente un derecho subjetivo, su naturaleza colectiva fundada sobre la solidaridad, promueve el movimiento público en defensa del medio ambiente; dándose la paradoja de que no todos los contenidos incluidos en el derecho colectivo medioambiental son independientes de acción legisladora previa; «por ello, una explicación alternativa del mecanismo de actuación del derecho colectivo al medio ambiente podría ser la configuración como un interés legítimo colectivo en la protección del medio ambiente. En efecto, dado que toda persona resulta afectada por las decisiones relativas al medio ambiente, no sería difícil concluir que tiene un interés en su preservación; interés cuyo carácter legítimo derivaría del art. 45.1 de la Constitución. La adicional consideración del interés legítimo como colectivo derivaría, de nuevo, de su fundamento y significado solidarios». LÓPEZ RAMÓN, F.: «Derechos fundamentales, subjetivos y colectivos al medio ambiente», Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 95 (1997), pág. 361. También se puede acudir a LOPERENA ROTA, D.: Los principios del Derecho ambiental, ed. Civitas, Madrid (1998), págs. 48-58.


	 Ver Texto 




	 (75) 

	El carácter de bien difuso se reconoce en el medio ambiente al demostrar autonomía respecto a otros bienes constitucionales, como el derecho a la salud, a la educación, etc., recogidos y articulados de forma separada. De manera similar, la Norma constitucional distingue entre medio ambiente natural y medio ambiente artificial y social, disponiendo ubicación adecuada en el texto de los arts. 46 y 47, donde se hace mención del patrimonio artístico y al derecho a la vivienda y la regulación del suelo. Aceptar, no obstante, la existencia de un bloque normativo constitucional integrado por los arts. 45, 46 y 47 no tiene porque implicar la aceptación de inicio de un medio ambiente único, integrador e indivisible.


	 Ver Texto 




	 (76) 

	CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional de lo ambiental», en AA.VV.: La protección fiscal del medio ambiente. Aspectos económicos y jurídicos, ed. Marcial Pons, Madrid (2002), pág. 69.


	 Ver Texto 




	 (77) 

	Ibídem, pág. 70.


	 Ver Texto 




	 (78) 

	A modo de ejemplo nos remitimos al examen que realiza LOPERENA ROTA, D.: «La Protección de la Salud y el Medio Ambiente Adecuado para el Desarrollo de la Persona en la Constitución», en AA.VV.: Estudios sobre la Constitución española, vol. II —De los Derechos y Deberes Fundamentales—, homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría, ed. Civitas, Madrid (1991).


	 Ver Texto 




	 (79) 

	
PÉREZ LUÑO, A. E. considera que, la indeterminación respecto al objeto jurídico a proteger del art. 45.2, permite su configuración conceptual extensa; ofreciendo al legislador la defensa global del medio ambiente desde cualquier de sus perspectivas y aspectos.

Si bien es cierto que el mandato constitucional dirigido a los poderes públicos se restringe a la tutela, sólo, de los recursos naturales; no puede deducirse inmediatamente la expulsión del concepto de medio ambiente en su acepción más extensa, por cuanto el apartado primero del art. 45 lo reconoce como un derecho en sentido globalizador. Dicha defensa estatal vendrá de la mano de otros artículo de la CE, por ejemplo el 46 y el 47.

En «Análisis del art. 45 de la CE», op. cit., pág. 269 y págs. 263 y 270, respectivamente.



	 Ver Texto 




	 (80) 

	
La descripción de las técnicas a utilizar por la función pública para la defensa del medio ambiente: preventiva, correctora o restauradora y de política ambiental estructural, se pueden consultar en:

HERRERA MOLINA, P. M. y SERRANO ANTÓN, F.: «Aspectos constitucionales y comunitarios de la tributación ambiental (especial referencia al impuesto sobre el dióxido de carbono y sobre la energía)», op. cit., págs. 466 y 467.

JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, J.: El tributo como instrumento de protección ambiental, op. cit., págs. 35 y 36.



	 Ver Texto 




	 (81) 

	Sobre los impedimentos a la hora de acometer interpretaciones subjetivistas sobre la «utilización racional», véase PÉREZ LUÑO, A. E., «Artículo 45. Medio ambiente», op. cit., pág. 272.


	 Ver Texto 




	 (82) 

	Como acertadamente apunta FUENTES BODELÓN, la decisión sobre los mecanismos o instrumentos a utilizar dependerá inevitablemente de las circunstancias particulares del fenómeno a combatir o a proteger y de las posibilidades jurídicas y administrativas que vialicen su ejecución. FUENTES BODELÓN, F.: «Incentivos medioambientales de la CEE», Noticias de la Comunidad Económica Europea, núm. 66 (1990), pág. 83.


	 Ver Texto 




	 (83) 

	BELTRÁN AGUIRRE, J. L. presenta en su trabajo: «El medio ambiente en la reciente Jurisprudencia del Tribunal Supremo», Revista de Administración Pública, núm. 134 (1994), pág. 289, un amplio número de sentencias de dicho Tribunal en las que se reconoce el sometimiento de los intereses económicos —insostenibles- al interés general sobre el bien ambiental.


	 Ver Texto 




	 (84) 

	ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., pág. 36. «La racionalidad o no del uso de los recursos naturales se convierte en un criterio de compatibilización de la finalidad ambiental con el aprovechamiento sostenible, integrándose los costes/beneficios en la actividad económica y social del agente que depare la defensa y restauración ambiental, apoyándose en la financiación colectiva y social que ello supone (solidaridad colectiva)». Por tanto, nos encontramos ante un camino de doble vía: la repercusión del coste ambiental sobre el contaminador y la aquiescencia jurídica ordenada a través de subvenciones y transferencias públicas, exenciones tributarias, etc. dirigidas a quien protege, mejora, restaura el medio ambiente, o lo que es lo mismo, la calidad de vida de las personas.


	 Ver Texto 




	 (85) 

	
El concepto de desarrollo económico equilibrado y armonioso con la biodiversidad, con el uso de los recursos naturales y, por su puesto, con el desarrollo de las personas (concretamente el derecho a la protección de la salud consagrado en el art. 43) es posible encontrarlo en la CE acudiendo al equilibrado engranaje que se advierte entre el art. 45 (constitucionalización del medio ambiente) y los arts. 38 (reconocimiento de la libertad de empresa y de un sistema económico fundamentado en el mercado) y 33 (constitucionalización de la propiedad privada). Existe una tensión entre medio ambiente y desarrollo en la CE que [en palabras de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R.: «El medio ambiente en la Constitución española», Documentación Administrativa, núm. 190 (1981), pág. 344] «no se resuelve en favor de ninguno de los dos términos de la hipotética alternativa, sino que se canaliza hacia una fórmula de síntesis, consistente en un desarrollo cualitativo que, partiendo de la situación actual, tiende a hacerla evolucionar mediante una reducción progresiva de las disfunciones y desigualdades heredadas del pasado, en un sentido de igualdad y de equilibrio tanto en el plano individual, como en el colectivo o territorial».

En el mismo sentido, JORDANO FRAGA, J.: La Protección del Derecho a un medio ambiente adecuado, op. cit., págs. 118-119.



	 Ver Texto 




	 (86) 

	
Siguiendo a MARTÍN MATEO, R.: Tratado de Derecho Ambiental, op. cit., págs. 95 y ss., y a LOPERENA ROTA, D.: Los Principios del Derecho Ambiental, op. cit., en la página 24 y en la 25, consideramos que la CE observa en el disfrute de los bienes ambientales un derecho colectivo, social, similar al de otras libertades ciudadanas o del derecho a la salud pública, pero, al igual que éstas, una vez reconocidas constitucionalmente será labor del Estado actuar con la responsabilidad de asegurar su ejercicio.

Respecto a la tutela del derecho al medio ambiente, léase a LOPERENA ROTA, D. en la página 32 de la anterior obra.



	 Ver Texto 




	 (87) 

	El carácter no prestacional del derecho colectivo al medio ambiente implica, no obstante, la obligación de acción por parte de los poderes públicos. Acción que no siempre debe ser entendida en estricta relación con el gasto público, sino que la ejecución de los derechos ciudadanos en esta área de actuación es posible preservarla mediante la aplicación y ejecución de normas, instrumentos e incluso actitudes que no conlleven necesariamente y de forma directa un consumo de los recursos de naturaleza pública. De este parecer, y en la línea apuntada, se posicionan diversos autores. En concreto puede acudirse a BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 44.


	 Ver Texto 




	 (88) 

	Las cuestiones relativas a la consideración del medio ambiente como objeto de gastos público puede encontrarse en BAYONA DE PEROGORDO, J. J. y SOLER ROCH, M. T.: «Gasto público y medio ambiente», Noticias de la Unión Europea, núm. 122 (1995), págs. 28 y ss.


	 Ver Texto 




	 (89) 

	De acuerdo con ROSEMBUJ ERUJIMOVICH, T.: Los tributos y la protección del medio ambiente, op. cit., pág. 36, la misión constitucional encomendada al Estado de velar por «la racionalidad económica de la gestión medioambiental,» es posible acometerla, «interviniendo en la conservación de los recursos naturales y garantizando su ordenado aprovechamiento en el mercado; todo ello mediante la disciplina directa e inmediata a su alcance —protestad legislativa, reglamentaria, administrativa- o mediante la creación de los instrumentos económicos finalizados a cambiar la conducta de los agentes económicos y sociales a través de la internalización de las externalidades».


	 Ver Texto 




	 (90) 

	Al respecto, LÓPEZ RAMÓN, F.: «Derechos fundamentales, subjetivos y colectivos al medio ambiente», op. cit., pág. 358, considera, entendiendo el art. 45.1 como un derecho-deber de todos, que en su vertiente pasiva la norma constitucional implica a quienes contaminan y, por tanto, no garantizan un derecho al medio ambiente adecuado.


	 Ver Texto 




	 (91) 

	Estamos de acuerdo con FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R. («El medio ambiente en la Constitución», op cit., pág. 343) cuando considera que la CE, en realidad, lo que hace no es fijar un modelo de desarrollo económico, sino cerrar la puerta a modelos de crecimiento económico que no consideran otras variables sociales.


	 Ver Texto 




	 (92) 

	El aspecto funcional de la protección, conservación y mejora del medio ambiente, posee fiel reflejo en los textos internacionales y en el ámbito comunitario: «la amenaza que suponen tales agresiones y frente al reto que implica, la reacción ha provocado inmediatamente una simétrica actitud defensiva que en todos los planos jurídicos constitucional, europeo y universal se identifica la palabra “protección”, sustrato de una función cuya finalidad primera ha de ser la “conservación” de lo existente, pero con una vertiente dinámica tendente al “mejoramiento”, ambas contempladas en el texto constitucional (art. 45.2 C.E.), como también en el Acta Única Europea (art. 130 R) [...] y en la Declaraciones de Estocolmo y Río» (STC 102/1995, FJ 7.º). El Tribunal Constitucional se refiere al actual art. 174 del TCE.


	 Ver Texto 




	 (93) 

	También es posible estimar, a través de la semántica de los fines enumerados por el art. 45.2, la posibilidad de que nos encontremos ante términos equivalentes, en el contexto que nos ocupa. Nosotros nos preguntamos, si acaso un medio ambiente adecuado no considera: su defensa, restauración y reparación del daño causado; y como es posible que el desarrollo de la persona no abarque la protección y mejora de la calidad de vida. Esta calidad de vida, indispensable para el desarrollo de la persona, es el objetivo a perseguir mediante el uso racional de los recursos naturales.


	 Ver Texto 




	 (94) 

	STC 102/1995, FJ 7.º.


	 Ver Texto 




	 (95) 

	«Se trata en definitiva del “desarrollo sostenible”, equilibrado y racional, que no olvida a las generaciones futuras, alumbrado el año 1987 en el llamado Informe Bruntland, con el título “Nuestro futuro común” encargado por la Asamblea General de las Naciones Unidas». STC 102/1995, FJ 4.º.


	 Ver Texto 




	 (96) 

	Art. 45.3: «Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado». Es decir, los arts. 325 a 337 del Código Penal. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (97) 

	BELTRÁN DE FELIPE, M. y CANOSA USERA, R.: «Relevancia constitucional del medio ambiente», op. cit., pág. 47.


	 Ver Texto 




	 (98) 

	HERRERA MOLINA, P. M. y SERRANO ANTÓN, F.: «Aspectos constitucionales y comunitarios de la tributación ambiental (especial referencia al impuesto sobre el dióxido de carbono y sobre la energía)», op. cit., pág. 468.


	 Ver Texto 




	 (99) 

	
Es decir, se está dando paso al establecimiento de regímenes de responsabilidad objetiva, articulados desde la organización de mercados constituidos en base a seguros, fianzas u otras garantías financieras y dispuestos desde el requisito de su obligatoriedad.

Con posterioridad a la «Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo y al Comité Económico y Social: Libro Verde sobre reparación del Daño Ecológico» [COM  (65)  47 final, de 14-05-1993], la Comisión elaboró un libro blanco sobre responsabilidadambiental donde se proponía la aprobación de una directiva marco de la comunidad, que en el año 2004 se materializaría en la Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños medioambientales (DO L 143, de 30-04-2004).
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	 (100) 

	En este sentido interpretamos el art. 1902 del Código civil: «El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar el daño causado», que incluye, a tenor del art. 1903, a la Administraciones Públicas, a las autoridades y al resto del personal a su servicio.
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	 (101) 

	El FJ 7.º de la STC 102/1995, donde se recoge las opiniones del Tribunal sobre la dimensión funcional de la defensa del medio ambiente, realiza un inciso para referirse a la protección medioambiental, entendida desde una actitud ofensiva contra «algo [...] y contra alguien cuya actividad resulta potencial o actualmente dañina para los bienes o intereses tutelados. Pues bien, en el caso del medio ambiente se da la paradoja de que ha de ser defendido por el hombre de las propias acciones del hombre, autor de todos los desafueros y desaguisados que lo degradan, en beneficio también de los demás hombres, y de las generaciones sucesivas. La protección resulta así una actividad beligerante que pretende conjurar el peligro y, en su caso restaurar el daño sufrido e incluso perfeccionar las características del entorno, para garantizar su disfrute por todos».


	 Ver Texto 







OEBPS/images/im0000470471.jpg
[ MEDIO AMBIENTE
~ COMUNITARIO

Y PROTOCOILO DE KIOTO:
_a armonizacion de la imposicio
| energética o un mercado sobre
| emisiones de gases de efecto

| invernadero








OEBPS/content/NcxToHtml.html
		Consejo de redacción

		Páginas de crédito

		Dedicatoria

		Tabla de abreviaturas

		Introducción		I. Medio ambiente en el que se desarrolla la investigación

		II. Alcance y objetivos del estudio





		Capítulo Primero.- Una perspectiva de la materia ambiental: enfoques y elementos sustantivos en torno a la noción de medio ambiente		I. Medio ambiente: primeros conceptos

		II. Aproximación a la cuestión ambiental desde la ciencia económica

		III. Algunas cuestiones de interés en torno al principio quien contamina paga





		Capítulo Segundo.- Instrumentos de política ambiental		I. Referencias a su sistematización

		II. Evaluación de los instrumentos ambientales: las ventajas y los inconvinientes

		III. Evolución y concreción de un modelo de desarrollo sostenible: la urgente actualidad de las generaciones futuras





		Capítulo Tercero.- El tributo como instrumento de protección medioambiental		I. ¿Qué son los tributos ambientales?

		II. Cuestiones básicas en torno al diseño del tributo ambiental

		III. Una reforma fiscal ecológica para el efecto invernadero





		Capítulo Cuarto.- El bien ambiental en la política comunitaria		I. Panorama histórico

		II. El Tratado de Ámsterdam, de 2 de octubre de 1997

		III. El sexto programa de acción de la Comunidad Europea en materia de medio ambiente





		Capítulo Quinto.- Las iniciativas ecológicas de la Unión Europea para el CO2 y la energía		I. Los acuerdos internacionales en materia de cambio climático

		II. La fiscalidad ecológica de la comunidad para el CO2 y la energía

		III. La amornización de la imposición energética de la Unión Europea: una perspectiva medioambiental

		IV. El programa europeo para el cambio climático





		Bibliografía

		Legislación y documentos comunitarios









